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Bogotá, D.C., 5 de noviembre de 2013
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: 
Demandas de inconstitucionalidad contra el Tratado Americano de Soluciones Pacíficas, Pacto de Bogotá, aprobado mediante la Ley 37 de 1961.


Actores: Juan Carlos Moncada Zapata, Jéssica Alejandra Mancipe González y Carlos Eduardo Borrero González; Oscar Fernando Vanegas Ávila; y Juan Manuel Santos Calderón. 


Magistrado Ponente: Mauricio González Cuervo. 

         
Expedientes D-9852, D-9886 y D-9907 (acumulados).

Concepto 5665
Según lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución Política, rindo concepto sobre las demandas instauradas por los ciudadanos Juan Carlos Moncada Zapata, Jéssica Alejandra Mancipe González y Carlos Eduardo Borrero González (D-9852), Oscar Fernando Vanegas Ávila (D-9886) y Juan Manuel Santos Calderón, (D-9907), quienes, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6º, y 242, numeral 1º, de la Carta Política, respectivamente solicitaron que se declarara la inconstitucionalidad de algunos apartes de los artículos II y V e, integralmente, de los capítulos cuarto y quinto; de algunos apartes del artículo XXXVI (parcial); y de los artículos XXXI y L de la Ley 37 de 1961, “Por la cual se aprueba el Tratado Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá)”, cuyo texto es el siguiente (se subraya lo demandado):

LEY  37 DE 1961
 (julio 12)

por la cual se aprueba el Tratado Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá).

El Congreso de Colombia,

visto el texto del Tratado Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá) suscrito por los Delegados Plenipotenciarios de la República de Colombia el 30 de abril de 1948, en la IX Conferencia Internacional Americana, y que a la letra dice:

 

“TRATADO AMERICANO DE SOLUCIONES PACIFICAS "PACTO DE BOGOTA"

 En nombre de sus pueblos, los Gobiernos representados en la IX Conferencia Internacional Americana, han resuelto, en cumplimiento del artículo 23 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, celebrar el siguiente tratado:
CAPITULO PRIMERO

OBLÍGACION GENERAL DE RESOLVER LAS CONTROVERSIAS POR MEDIOS PACIFICOS
[…]

ARTICULO II

 Las Altas Partes Contratantes reconocen la obligación de resolver las controversias internacionales por los procedimientos pacíficos regionales antes de llevarlas al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. 

En consecuencia, en caso de que entre dos o más Estados signatarios se suscite una controversia que, en opinión de las partes, no pueda ser resuelta por negociaciones directas a través de los medios diplomáticos usuales, las partes se comprometen a hacer uso de los procedimientos establecidos en este Tratado en la forma y condiciones previstas en los artículos siguientes, o bien de los procedimientos especiales que, a su juicio, les permitan llegar a una solución.
[…]
ARTICULO V

 Dichos procedimientos no podrán aplicarse a las materias qué por su esencia son de la jurisdicción interna del Estado. Si las partes no estuvieren de acuerdo en que la controversia se refiere a un asunto de jurisdicción interna, a solicitud de cualquiera de ellas esta cuestión previa será sometida a la decisión de la Corte Internacional de Justicia.

[…]

CAPITULO CUARTO

PROCEDIMIENTO JUDICIAL

ARTICULO XXXI

De conformidad con' el inciso 2 del artículo 36 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, las Altas Partes Contratantes declaran que reconocen respecto a cualquier otro Estado americano como obligatoria ipso facto, sin necesidad de ningún convenio especial mientras esté vigente el presente Tratado, la jurisdicción de la expresada Corte en todas las controversias de orden jurídico que surjan entre ellas y que versen sobre:
a) La interpretación de un Tratado;
b) Cualquier cuestión de derecho internacional;
c) La existencia de todo hecho que, si fuere establecido constituiría la violación de una obligación internacional, o
d) La naturaleza o extensión de la reparación que ha de hacerse por el quebrantamiento de una obligación internacional.
ARTICULO XXXII
Cuando el procedimiento de conciliación anteriormente establecido conforme a este Tratado o por voluntad de las partes, no llegare a una solución y dichas partes no hubieren convenido en un procedimiento arbitral, cualquiera de ellas tendrá derecho a recurrir a la Corte Internacional de Justicia en la forma establecida en el artículo 40 de su Estatuto. La jurisdicción de la Corte quedará obligatoriamente abierta conforme al inciso 1 del artículo 36 del mismo Estatuto.
ARTICULO XXXIII
Sí las partes no se pusieren de acuerdo acerca de la competencia de la Corte sobre el litigio, la propia Corte decidirá previamente esta cuestión.
ARTICULO XXXIV
Si la Corte se declarare incompetente para conocer de la controversia por los motivos señalados en los artículos V, VI y VII de este Tratado, se declarará terminada la controversia.
ARTICULO XXXV
Si la Corte se declarase incompetente por cualquier otro motivo para conocer y decidir de la controversia, las Altas Partes Contratantes se obligan a someterla a arbitraje, de acuerdo con las disposiciones del Capítulo Quinto de este Tratado.
ARTICULO XXXVI

 En el caso de controversias sometidas al procedimiento judicial a que se refiere este Tratado, corresponderá su decisión a la Corte en pleno, o, si así lo solicitaren las partes, a una Sala Especial conforme al artículo 26 de su Estatuto. Las partes podrán convenir, asimismo, en que el conflicto se falle ex aequo et bono.
ARTICULO XXXVII

El procedimiento a que debe ajustarse la Corte será el establecido en su Estatuto.
CAPITULO QUINTO

PROCEDIMIENTO DE ARBITRAJE

ARTICULO XXXVIII

 No obstante lo establecido en el Capítulo Cuarto de este Tratado, las Altas Partes Contratantes tendrán la facultad de someter a arbitraje, si se pusieren de acuerdo en ello, las diferencias de cualquier naturaleza, sean o no jurídicas, que hayan surgido o surgieren en lo sucesivo entre ellas.

ARTICULO XXXIX

 El Tribunal de Arbitraje, al cual se someterá la controversia en los casos de los artículos XXXV y XXXVIII de este Tratado, se constituirá del modo siguiente, a menos de existir acuerdo en contrario.

ARTICULO XL

 1.     Dentro del plazo de dos meses, contados desde la notificación de la decisión de la Corte, en el caso previsto en el artículo XXXV, cada una de las partes designará un árbitro de reconocida competencia en las cuestiones de derecho internacional, que goce de la más alta consideración moral, y comunicará esta designación al Consejo de la Organización. Al propio tiempo presentará al mismo Consejo una lista de 10 juristas escogidos entre los que forman la nómina general de los miembros de la Corte Permanente de Arbitraje de La Haya, que no pertenezcan a su grupo nacional y que estén dispuestos a aceptar el cargo.

 2.     El Consejo de la Organización procederá a integrar, dentro del mes siguiente a la presentación de las listas, el Tribunal de Arbitraje en la forma que a continuación se expresa:

a)    Si las listas presentadas por las partes coincidieren en tres nombres, dichas personas constituirán el Tribunal de Arbitraje con las dos designadas directamente por las partes;

b)    En el caso en que la coincidencia recaiga en más de tres nombres, se determinarán por sorteo los tres árbitros que hayan de completar el Tribunal;

c)     En los eventos previstos en los dos incisos anteriores, los cinco árbitros designados escogerán entre ellos su Presidente;

d)    Si hubiere conformidad únicamente sobre dos nombres, dichos candidatos y los dos árbitros seleccionados directamente por las partes, elegirán de común acuerdo el quinto árbitro que presidirá el Tribunal. La elección deberá recaer en algún jurista de la misma nómina general de la Corte Permanente de Arbitraje de La Haya, que no haya sido incluido en las listas formadas por las partes;

e)    Si las listas presentaren un solo nombre común, esta persona formará parte del Tribunal y se sorteará otra entre los 18 juristas restantes en las mencionadas listas. El Presidente será elegido siguiendo el procedimiento establecido en el inciso anterior;

No presentándose ninguna concordancia en las listas, se sortearán sendos árbitros en cada una de ellas; y el quinto árbitro, que actuará como Presidente, será, elegido de la manera señalada anteriormente;
f) Si los cuatro árbitros no pudieren ponerse de acuerdo sobre el quinto árbitro dentro del término de un mes contado desde la fecha en que el Consejo de la Organización les comunique su nombramiento, cada uno de ellos acomodará separadamente la lista de juristas en el orden de su preferencia, y, después de comparar las listas así formadas, se declarará elegido aquél que reúna primero una mayoría de votos.

ARTICULO XLI

Las partes podrán de común acuerdo constituir el Tribunal, en la forma que consideren más conveniente, y aun elegir un árbitro único, designando en tal caso al Jefe de un Estado, a un jurista eminente o a cualquier Tribunal de Justicia en quien tengan mutua confianza.

ARTICULO XLII

Cuando más de dos Estados estén implicados en la misma controversia, los Estados que defiendan iguales intereses serán considerados como una sola parte. Si tuvieren intereses opuestos, tendrán derecho a aumentar el número de árbitros para que todas las partes tengan igual representación. El Presidente se elegirá en la forma establecida en el artículo XL.

ARTICULO XLIII

Las partes celebrarán en cada caso el compromiso que defina claramente la materia específica objeto de la controversia, la sede del Tribunal, las reglas que hayan de observarse en el procedimiento, el plazo dentro del cual haya de pronunciarse el laudo y las demás condiciones que convengan entre sí.

Si no se llegare a un acuerdo sobre el compromiso dentro de tres meses contados desde la fecha de la instalación del Tribunal, el compromiso será formulado, con carácter obligatorio para las partes, por la Corte Internacional de Justicia, mediante el procedimiento sumario.

ARTICULO XLIV

Las partes podrán hacerse representar ante el Tribunal Arbitral por las personas que juzguen conveniente designar.

ARTICULO XLV

Si una de las partes no hiciere la designación de su árbitro y la presentación de su lista de candidatos, dentro del término previsto en el artículoXL, la otra parte tendrá el derecho de pedir al Consejo de la Organización que constituya el Tribunal de Arbitraje. El Consejo inmediatamente instará a la parte remisa para que cumpla esas obligaciones dentro de un término adicional de 15 días, pasado el cual, el propio Consejo integrará el Tribunal en la siguiente forma:

 a)    Sorteará un nombre de la lista presentada por la parte requirente;

 b)    Escogerá por mayoría absoluta de votos dos juristas de la nómina general de la Corte Permanente de Arbitraje de La Haya, que no pertenezcan al grupo nacional de ninguna de las parten;

c)     Las tres personas así designadas, en unión de la seleccionada directamente por la parte requirente, elegirán de la manera prevista, en el artículo XL, al quinto árbitro que actuará como Presidente;

d)    Instalado el Tribunal, se seguirá el procedimiento organizado en el artículo XLIII.
ARTICULO XLVI

El laudo será motivado, adoptado por mayoría de votos y publicado después de su notificación a las partes. El árbitro o árbitros disidentes podrán dejar testimonio de los fundamentos de su disidencia.

El laudo, debidamente pronunciado y notificado a las partes, decidirá controversia definitivamente y sin apelación, y recibirá inmediata ejecución.

ARTICULO XLVII

 Las diferencias que se susciten sobre la interpretación o ejecución del laudo, serán sometidas a la decisión del Tribunal que lo dictó.

ARTICULO XLVIII

 Dentro del año siguiente a su notificación, el laudo será susceptible de revisión ante el mismo Tribunal, a pedido de una de las partes, siempre que se descubriere un hecho anterior a la decisión ignorado del Tribunal y de la parte que solicita la revisión, y además siempre que, a juicio del Tribunal, ese hecho sea capaz de ejercer una influencia decisiva sobre el laudo.

ARTICULO XLIX

 Cada uno de los miembros del Tribunal recibirá una compensación pecuniaria cuyo monto será fijado de común acuerdo por las partes. Si éstas no la convinieren, la señalará el Consejo de la Organización. Cada uno de los Gobiernos pagará sus propios gastos y una parte igual de las expensas comunes del Tribunal, comprendidas en éstas las compensaciones anteriormente previstas.

CAPITULO SEXTO

COMPLIMIENTO DE LAS DECISIONES

ARTICULO L

 Si una de las Altas Partes Contratantes dejare de cumplir las obligaciones que le imponga un fallo de la Corte Internacional de Justicia o un laudo arbitral, la otra u otras partes interesadas, antes de recurrir al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, promoverá una reunión de consulta de Ministros de Relaciones Exteriores a fin de que acuerden las medidas que convenga tomar para que se ejecute la decisión judicial o arbitral”.
 
1. Planteamiento de las demandas
1.1. Expediente D-9852
Los actores consideran que los apartes y capítulos por ellos demandados contradicen los fines esenciales del Estado, el derecho a la participación política de los ciudadanos, la soberanía nacional, la integridad e inviolabilidad territorial, los límites o fronteras nacionales, la independencia, honra y conveniencia nacional —como criterio rector de la internacionalización de las relaciones económicas, sociales y ecológicas del Estado—, la prohibición de juzgar la Constitución y los demás actos adoptados por la Asamblea Nacional Constituyente, y las normas constitutivas del ius cogens que forman parte del bloque de constitucionalidad. Para esto, particularmente invocan como vulnerados los artículos 2°, 3°, 6° 9°, 59 transitorio, 79, 101, 189 (numeral 2°), 329 y 330 Superiores. 

Como fundamento de lo anterior, los accionantes comienzan por sostener que, a partir de lo dispuesto en la Sentencia C-027 de 1993 de la Corte Constitucional e incluso ya desde las sentencias N°63 del 25 de junio de 1987 y N°104 del 13 de agosto de 1987 de la Corte Suprema de Justicia, es procedente el control constitucional de tratados internacionales ya perfeccionados y consideran que en el caso particular este se hace necesario “por una inconstitucionalidad sobreviniente de la normatividad expedida con anterioridad a la Carta de 1991” (citan las Sentencias C-155 de 1999 y C-681 de 2003). 

En este sentido, manifiestan que “ningún vínculo jurídico generado en virtud de un tratado internacional, es ‘indesatable a perpetuidad’, motivo por el cual, la armonía del orden interno con las disposiciones de derecho internacional, son un presupuesto que rige las relaciones entre naciones y organismos de derecho internacional”. Y destacan que “el máximo juez de lo constitucional ha establecido que incluso la norma Pacta Sunt Servanda encuentra en el derecho internacional casos en los cuales puede excepcionar su aplicación, como aquellas situaciones en las que se presente ‘imposibilidad subsiguiente de cumplimiento’”. 

A lo anterior agregan que “la tradición jurídica Colombiana ha considerado que las normas constitucionales prevalecen aún sobre la existencia de tratados internacionales contrarios a la carta constitucional” (para lo que citan las Sentencias C-176 de 1994, C-396 de 1995, C-186 de 1996 y C-400 de 1998).

De manera específica, en la demanda se sostiene:

(1) Que “[e]l Pacto de Bogotá […] desconoce (i) el derecho de los colombianos a participar en las decisiones que los afectan y, (ii) el derecho a la autodeterminación de los pueblos, en conexidad con la integridad territorial, la soberanía y la conveniencia nacional” toda vez que “adolece de los mecanismos e instancias de participación y consulta para los nacionales y las comunidades que integran el territorio”, contradiciendo también el “mecanismo de participación indirecta de los ciudadanos, por la vía de la democracia participativa” que implica lo dispuesto en el artículo 101 constitucional. Esto, en tanto que el mismo supone que “una decisión de un tribunal internacional que puede ser modificatoria e inconsulta […] desconocería el margen de protección reforzada consagrada en la Constitución y en el bloque de constitucionalidad”.
(2)  Que “la activación de los mecanismos de solución de controversias contemplados en el Pacto de Bogotá, podría dar lugar a pronunciamientos judiciales sobre el tema limítrofe, en contravía expresa de los mandatos de la Constitución” de conformidad con los cuales (a) “los límites establecidos mediante tratados internacionales aprobados por el Congreso debidamente ratificados por el Presidente de la República y los definidos por los laudos arbitrales, se incorporan al orden constitucional por su expreso mandato” y, por tanto, “hacen parte del ‘bloque de constitucionalidad lato sensu’”; (b) “los límites derivados de laudos arbitrales, se relacionan con las disputas territoriales o marítimas posteriores a la promulgación de la Carta de 1991, específicamente respecto de aquellos límites que habían sido definidos mediante tratados internacionales”; y (c) un tratado internacional no pueden poner “en riesgo la integridad del territorio”, por el contrario, “los límites del Estado colombiano fijados en tratados internacionales, sólo podrían ser modificados mediante la suscripción de otro instrumento internacional que lo haga de manera expresa, siempre y cuando sean aprobados por el Congreso y ratificados por el Congreso de la República”.
(3) Que “[e]n el evento en el cual un tribunal de carácter internacional modifique límites territoriales o marítimos, que ya han sido incorporados a través del artículo 101 constitucional, el Presidente de la República, de acatar un fallo internacional modificatorio de los mismos, desconocería flagrante y abiertamente los mandatos constitucionales que lo obligan a velar por la independencia, la honra y la inviolabilidad del territorio colombiano”.
(4) Que el Pacto de Bogotá contradice el mandato constitucional de conformidad con el cual las relaciones internacionales se fundamenten en la equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, “puesto que dicho instrumento internacional y especialmente sus mecanismos de solución de conflictos” permiten “la modificación de límites terrestres y marítimos que alteren la fronteras que ya han sido delimitadas por tratados internacionales, debidamente ratificados”.
(5) Que el Pacto de Bogotá vulnera el artículo 59 transitorio constitucional en tanto que, de conformidad con el texto del mismo y con la jurisprudencia constitucional (citan las sentencias C-544 de 1992 y C-141 de 2010, y Autos 003 y 014 de 1992), “la Constitución […] no está sujeta a control jurisdiccional alguno, jurisdicción que debe ser entendida en sentido amplio, puesto que si al máximo tribunal de lo constitucional a nivel interno le está vedado pronunciarse sobre la validez de una disposición constitucional, una jurisdicción internacional, mucho menos tendría competencia para pronunciarse sobre aspectos regulados por el constituyente primario”.
(6) Que el Pacto de Bogotá desconoce el ius cogens y los instrumentos internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad —particularmente el artículo 53 de la Convención de Viena, el artículo 1° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el artículo 1° del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el artículo 2° del Convenio de la OIT No.169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, los artículos 25, 27 y 28 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Preámbulo de la Carta de Naciones Unidas y el artículo 21 de la Carta Mundial de la naturaleza de esa organización, y el Protocolo relativo a las áreas y flora y fauna silvestre especialmente protegidas del Convenio para la Protección y el Desarrollo del Medio Marino en la Región Caribe de las Naciones Unidas de 1990. 
Lo anterior, en tanto que “constituyen normas de ius cogens[,] por ejemplo, la libre autodeterminación de los pueblos y la soberanía territorial de un Estado”, “la custodia de sus recursos naturales”, “el reconocimiento de que es el Congreso de la República, en representación del Pueblo, el que define los límites marítimos y territoriales de la Nación –artículo 101-”, o los “derechos relacionados con el desarrollo económico, social y cultural de una comunidad, lo cual conlleva la libre disposición de sus riquezas y recursos naturales”. Y porque, además, “[d]e aceptarse la competencia jurisdiccional del Pacto de Bogotá [sic], las eventuales decisiones en materias contrarias a la Carta de 1991, estarían desconociendo derechos consagrados en instrumentos internacionales adoptados por Colombia, violando así el principio rector del derecho internacional, esto es, el pacta sunt servanda”.                  
Por último, de conformidad con las razones arriba resumidas, los accionantes solicitan a la Corte Constitucional que “declare la inconstitucionalidad de las normas demandadas de la Ley 37 de 1961, de manera retroactiva, esto es, a partir de la expedición de la Constitución de 1991, puesto que las decisiones que han sido proferidas en virtud del Pacto de Bogotá, específicamente las derivadas de las normas objeto de cuestionamiento, fueron expedidas sin competencia para el efecto y en contra del orden constitucional vigente” (para lo que además hacen alusión a lo decidido por esa Corporación en las Sentencia C-923 de 1999, C-333 y C-979 de 2010).         
1.2. Expediente D-9886
El actor considera que las expresiones por él demandadas del artículo XXXI de la Ley 37 de 1961, al establecer que los Estados que hacen parte del denominado Pacto de Bogotá reconocen la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia en todas las controversias que se susciten entre ellos relativos a la interpretación de un Tratado y cualquier cuestión de derecho internacional, contradicen el artículo 101 Superior, en donde expresamente se dispone que los límites señalados en la propia Constitución únicamente pueden modificarse por medio de un tratado internacional que haya sido debidamente aprobado por el Congreso de la República y ratificado por el Presidente.   
1.3. Expediente D-9907
Finalmente, el Presidente de la República, obrando en su calidad de ciudadano, demanda el artículo XXXI del Pacto de Bogotá, relativo a la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia, por cuanto considera que vulnera lo dispuesto en el artículo 101 constitucional. Además, advierte que esta norma constitucional también resulta vulnerada por el artículo L del mismo tratado internacional, relativo al incumplimiento por alguno de los Estados partes de las sentencias de ese Tribunal o un laudo arbitral, el cual acusa de contrariar lo dispuesto en los artículos 3° y 9° constitucionales con relación a la soberanía popular y nacional, el derecho de los pueblos a auto-determinarse y el reconocimiento de los principios de derecho internacional aceptados por el Estado colombiano.
Para sustentar su demanda el actor manifiesta, en primer lugar, que de conformidad con la jurisprudencia constitucional vigente (y especialmente la Sentencia C-400 de 1998), la Corte Constitucional sí “es competente para conocer de demandas de inconstitucionalidad contra tratados aprobados y ratificados con anterioridad a 1991”, y agrega que en el caso específico de la norma demandada esta competencia incluso se mantiene a pesar de que “el Gobierno denunció dicho tratado según el procedimiento previsto en su artículo LVI” pues, en su opinión, si bien con motivo de la denuncia (efectuada el 27 de noviembre de 2012) a partir de esa fecha (en su concepto
) el mismo “no puede ser invocado por un Estado para interponer una nueva demanda contra Colombia, las obligaciones adquiridas por procesos anteriores siguen vigentes. Es decir, [porque] el Pacto de Bogotá[,] a la fecha de la presentación de esta demanda y para el día en que la Corte Constitucional se pronuncie, seguirá surtiendo efectos en Colombia”.

En segundo lugar, también en favor de que la Corte asuma competencia para conocer de la demanda pese a la denuncia del instrumento internacional demandado, precisa (i) que “los fallos de la Corte Internacional de Justicia son inapelables, según el artículo 60 del Estatuto” pero en todo caso susceptibles de una demanda de interpretación o de una demanda de revisión, “según los artículos 60 y 61 del Estatuto de la Corte”, y (ii) que “algún Estado, en especial Nicaragua, podría sostener la tesis de que Colombia continúa sometida a la jurisdicción obligatoria del Pacto hasta el 27 de Noviembre de 2013”. Lo que le lleva a reiterar que, de conformidad con la jurisprudencia constitucional (cita las sentencias C-505 de 1995 y C-193 de 2011), las mencionadas sentencias de la Corte Internacional de Justicia continúan produciendo efectos
. 

Hechas estas consideraciones preliminares, el actor comparte la postura de que sobre las normas demandadas se ha constituido una inconstitucionalidad sobreviniente, con motivo del cambio de Constitución, pues resalta que bajo la nueva Norma Superior “la soberanía de Colombia […] reside en el pueblo ‘exclusivamente’ (C.P. artículo 3), no en la Corte Internacional de Justicia”. Además, advierte que “[u]na vez proferido el fallo de la Corte Internacional de Justicia que modifica los límites de Colombia, el Pacto de Bogotá excluye que los Estados celebren un tratado para resolver sus diferencias con posterioridad al fallo, a pesar de que la propia Corte Internacional de Justicia ha admitido esa posibilidad”. 

De otra parte, específicamente con relación al artículo 101 Superior, que es el principal fundamento constitucional de su demanda, el accionante reitera que los límites a los que éste se refiere “son los trazados por los tratados vigentes en 1991”
, lo que a su criterio significa que “si un tratado vigente en 1991 fijaba un límite terrestre o marítimo, éste sólo puede ser modificado por un tratado [y no] puede ser modificado por ningún otro medio”. Y, con respecto a esto último, además, afirma que “[n]o es de recibo la tesis de que el texto de los artículos [demandados] del Pacto no se refiere[n] de manera expresa a los límites territoriales y marítimos de los estados […toda vez que] los límites entre estados americanos han sido objeto de controversia[s] ante la Corte Internacional de Justicia con base en el Pacto de Bogotá”.
Así, el Presidente de la República reprocha que el Pacto de Bogotá permita “modificar ‘los límites señalados en la forma prevista en la Constitución’ sin que se sigan los procedimientos previstos en la Constitución”, cuando, según su criterio, “[l]a mejor interpretación del artículo 101 de la Constitución es la que ya ha fijado la propia Corte Constitucional en sus sentencias: cualquier modificación de límites fijados antes de 1991 por un tratado, incluyendo los límites en espacios marítimos como los derivados del Archipiélago de San Andrés y Providencia, requiere un tratado internacional seguido por una reforma constitucional”. 
Para el actor, por lo tanto, “[e]l artículo 101 de la Constitución prohíbe la incorporación automática de las sentencias de la Corte Internacional de Justicia que cambien los límites de Colombia”, y entiende que ello implica que “[c]uando un fallo de la Corte Internacional de Justicia modifique los límites previamente trazados en instrumentos internacionales vigentes antes de 1991 el artículo 101 exige que se celebre un nuevo tratado en el cual Colombia acuerde con los estados concernidos cuál es la situación limítrofe y cuáles son los derechos de los ciudadanos colombianos afectados después del fallo”. 

De igual forma, en la demanda se sostiene que “[e]l primer inciso del artículo 101 de la Constitución señala [únicamente] dos fuentes para establecer los límites de Colombia: (i) los tratados internacionales y (ii) los laudos arbitrales”, y se señala que durante los debates que surtió la Asamblea Nacional Constituyente se sugirió incluir también las sentencias internacionales (Gaceta No.80) pero que “esa referencia fue omitida del texto final del artículo 101”, lo que se considera que refuerza la tesis de que la Constitución “solo permite los límites de Colombia sean fijados por medios donde el Estado en ejercicio de su soberanía presta su consentimiento específico al nuevo límite”. 

De otra parte, el actor precisa que de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia “[e]l concepto de ‘laudos’ […] no incluye las sentencias proferidas por la Corte Internacional de Justicia” pues “[c]on las sentencias el Estado no presta su consentimiento respecto de los tres aspectos determinantes: quiénes deciden
, sobre qué pueden decidir
 y qué resultados son inadmisibles
”. Diferencias que, según se indica en la demanda, permiten que sólo para el caso de los laudos “se reali[ce] el principio de la autodeterminación de los pueblos”, en tanto que estos son “la expresión de una manifestación específica, concreta y precisa de la voluntad soberana de un Estado que aceptó el arbitraje para determinado asunto sujeto a unos referentes definidos”, mientras “las sentencias son tan solo el resultado de la ratificación genérica de un tratado, en abstracto, sin que cada Estado pueda tomar decisiones específicas sobre asuntos incluidos y excluidos de la competencia una vez ha surgido la controversia”. 

En la demanda, además, se citan algunos apartes de la Sentencia C-1022 de 1999 de la Corte Constitucional, con el fin de sostener que a partir del artículo 101 Superior: 
(i) “[L]os ‘tratados de fronteras que ya estaban perfeccionados al momento de entrar en vigencia la Constitución no pueden ser demandados, puesto que en el fondo son normas que integran el bloque de constitucionalidad’”; 
(ii) “‘[D]ebido a la jerarquía constitucional de estos tratados, esta Corte considera que la modificación de fronteras, que implique una cesión de territorio en relación con los límites consolidados existentes al aprobar la carta de 1991, requiere no sólo un nuevo tratado internacional, como lo señala el artículo 101 de la Carta, sino que, además, este tratado debe internamente aprobarse por los procedimientos de reforma previstos por el título XIII de la Carta’”; y
(iii) “‘[L]os tratados que no modifican fronteras sino que precisan límites controvertidos con otros países no implican una modificación constitucional y pueden ser aprobados por el procedimiento ordinario de incorporación de los convenios al derecho interno. En efecto, en esos casos, en la medida en que las fronteras no eran claras al ser aprobada Carta de 1991, es obvio que esos límites no están constitucionalizados, por lo cual los órganos políticos –Presidente y Congreso- gozan de una cierta libertad para acordar esas fronteras
 con las naciones vecinas, en función de lo mejor que conviene al país con base en el respeto a la soberanía nacional y los principios internacionales reconocidos por nuestro país (CP art. 9)’”. 
Y, para complementar lo anterior, el actor aduce que en la Constitución de 1991 no se hizo referencia a cada tratado internacional de fronteras entonces vigente “por razones de técnica legislativa” (para lo cual cita la Gaceta No.68 de la Asamblea Nacional Constituyente) pero, en todo caso, “se deduce que la expresión ‘tratados internacionales aprobados por el Congreso, debidamente ratificados por el Presidente de la República’, se refiere, entre otros, al Tratado Bárcenas-Esguerra de 1928 y el canje de notas de 1930”
.
 
Así, el señor Presidente de la República considera que si una “sentencia cambia los límites establecidos antes de 1991 y afecta las áreas marítimas del archipiélago, aceptar ipso facto sus efectos [(como lo exige el artículo XXXI del Pacto de Bogotá]) implica aceptar que la Constitución misma fue modificada por un fallo, lo cual sería una clara violación del artículo 374 de la Carta”, así como permitir un procedimiento para cambiar los límites de Colombia distinto al previsto en el artículo 101 Superior
. 
De otra parte, el actor sostiene que en todo caso “[b]ajo el derecho internacional público los Estados son libres de entrar en negociaciones respecto de la aplicación de un fallo contencioso proferido por la CIJ” y agrega que, incluso, “más allá de ser [ésta] una mera potestad a disposición de los Estados, hay instancias en las cuales la celebración de un tratado o el adelantamiento de negociaciones entre las partes son mecanismos necesarios para poder aplicar o ejecutar un fallo contencioso de la CIJ” como efectivamente sucede “[e]n materia de delimitación de fronteras marítimas y terrestres entre Estados”, por ejemplo, (i) cuando “las partes no le solicitan a la CIJ que defina la frontera entre los Estados como tal, sino que apenas […] indique los principios y reglas aplicables para tal delimitación”
 y (ii) cuando “la CIJ sí ha definido la frontera precisa entre las partes de un conflicto contencioso, pero la aplicación de tales fallos ha requerido en todo caso de la celebración de tratados u otro tipo de acuerdos interestatales” porque “persisten dificultades prácticas en su implementación” o “existen otros intereses de los Estados que se ven afectados por el fallo”
. 

Para terminar, el actor solicita que se declaren inexequibles las normas por él demandadas, no sin antes precisar, (i) que éstas “son inconstitucionales en abstracto” y que las referencias a los diferentes fallos de la Corte Internacional de Justicia que se mencionan en la demanda, por lo tanto “tan solo buscan ilustrar que lo que dice y permite el texto de las normas acusadas ha tenido una interpretación con efectos jurídicos claros, presentes y muy graves para Colombia”; y (ii) que eleva su petición “con pleno conocimiento de que el pacto de Bogotá es un tratado multilateral vigente y que la Constitución
 indica que en caso de que una parte de esta clase de tratado sea contraria a la Carta, lo que procede es que el Estado formule la correspondiente reserva […pues entiende que esta] regla que no es aplicable sencillamente porque regula una situación diferente, o sea, el control previo de constitucionalidad”. 
En el mismo sentido, advierte que esta última situación no afecta “la competencia de la Corte Constitucional” para conocer de su demanda, aunque sí exige, y así lo solicita, “que adicionalmente a la inexequibilidad de las normas acusadas [esa Corporación] precise los efectos de su fallo advirtiendo que si una sentencia de la Corte Internacional de Justicia afecta los límites territoriales o marítimos reconocidos por la Constitución en virtud de tratados vigentes, se deberá celebrar un nuevo tratado el cual habrá de ser aprobado mediante un acto legislativo que modifique el artículo 101 de la Constitución”.
2. Aclaraciones preliminares
2.1. Sobre la competencia de la Corte Constitucional para asumir el conocimiento de las demandas presentadas
Antes de entrar a analizar el problema jurídico que se desprenda de las demandas arriba reseñadas, esta Vista Fiscal considera necesario señalar que, en su criterio, y contrario a lo concluido por el entonces Magistrado Sustanciador en el Auto del pasado 13 de septiembre con el que se admitió la demanda, ésta debió haberse rechazado toda vez que: (i) no pueden presentarse demandas de inconstitucionalidad contra tratados internacionales y leyes aprobatorias de tratados internacionales; (ii) la Corte Constitucional no tiene competencia para juzgar la constitucionalidad de los tratados internacionales suscritos y perfeccionados, así como de las Leyes con que los mismos fueron aprobados; y (iii) las demandas sub examine carecen de objeto toda vez que la ley 37 de 1961 ya no resulta aplicable y no puede tener efectos jurídicos, pues el tratado que ésta aprobó fue denunciado por el Gobierno Nacional el 27 de noviembre del año 2012, lo que significa que, a partir de ese momento o, a más tardar, a partir del próximo 27 de noviembre, éste tratado ya no es vinculante para el Estado colombiano. 
2.1.1. En efecto, y sin perjuicio de lo que esa misma Corte ya ha dicho en ocasiones anteriores
, esta Jefatura considera incontestable que el artículo 241 constitucional es claro en advertir que “a la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo” (primer inciso, subrayas fuera del texto), como también lo es en señalar que es función de esa Corporación “[d]ecidir sobre la inexequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los aprueben. Con tal fin, el Gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción de la ley […] Si la Corte los declara constitucionales, el Gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles por la Corte Constitucional, el presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento formulando la correspondiente reserva” (Artículo 241, numeral 10°, subrayas fuera del texto). 

Por lo tanto, advierte que aunque la Corte Constitucional es competente para pronunciarse sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los aprueben, esa Corporación en todo caso no tiene competencia para pronunciarse sobre las demandas de inconstitucionalidad que se presenten contra los tratados internacionales suscritos y perfeccionados (y, mucho menos, si esto sucedió con anterioridad a la vigencia de la Constitución de 1991
), ni siquiera con fundamento en que supuestamente “exista un vicio de competencia manifiesto para celebrarlos del órgano interno del país”
. 
En este sentido, el control constitucional que la Constitución prevé sobre tales normas, es decir, la manera de garantizar la supremacía constitucional con respecto a los mismos, es a través de un control previo, automático, integral, inmediato, preventivo, concurrente y “definitivo”,  en tanto que según se desprende del mismo artículo 241, numeral 10°: 
(i) La Corte Constitucional tiene la función de decidir “de manera definitiva” sobre la inexequibilidad tanto del tratado como de la ley que lo apruebe;

(ii) Cuando el Gobierno Nacional se los remita “dentro de los seis días siguientes a la sanción de la ley”; 
(iii) Con anterioridad al “canje de notas” o a la “ratificación” del tratado, y
(iv) Con la posibilidad y efecto de que (1) la declaratoria de inexequibilidad por razones materiales de algunos de los apartes del tratado demandado, lleven que “el Presidente de la República sólo [pueda] manifestar el consentimiento formulando la correspondiente reserva” o (2) a que el descubrimiento de algún vicio de procedimiento que sean “subsanables” le lleve a “devolverlo a la autoridad que lo profirió”, tal y como sucede con cualquier otro “acto sujeto a su control” (artículo 241, Parágrafo).

Es decir, esta Vista Fiscal entiende que este control constitucional es oficioso e implica una decisión que hace tránsito a cosa constitucional absoluta
, a diferencia de lo que sucede con el control constitucional que se realiza sobre las leyes ordinarias (artículo 241, numeral 4°) y los decretos con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10° y 341 superiores (artículo 241, numeral 7°) respecto de los que la misma Constitución dispone que la competencia de la Corte Constitucional es “[p]ara decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad” (subrayas fuera del texto) contra los mismos, y esto tanto por eventuales vicios materiales como por eventuales vicios de procedimiento en su formación.
Al mismo tiempo, advierte que sostener lo contrario no solo supone desconocer los “estrictos y precisos” términos en que se encuentra definida la competencia que tiene de la Corte Constitucional sobre tales tratados y leyes, sino que además llevaría a uno de los siguientes absurdos:

(i) Que, cuando conozca de una demanda contra estos actos, esa Corporación tuviese que pronunciarse de manera oficiosa sobre todo su contenido, sin perjuicio de que la demanda únicamente se dirija contra algunas de sus normas, y esto con el propósito de garantizar que ese pronunciamiento efectivamente sea “definitivo”;
(ii) Que la Corte tuviese que aceptar varias o una serie de demandas contra estos actos jurídicos y, así, proferir diferentes pronunciamientos sobre ellos e incumplir el mandato de hacerlo de manera definitiva; o, peor,

(iii) Que cualquier pronunciamiento que la Corte realice sobre esa ley y tratado sea definitivo y, por tanto, que contra los mismos ya no quepan más demandas, aun cuando la única demanda que se hubiese admitido sólo se hubiere dirigido contra algunos de sus apartes o se hubiese limitado a presentar determinados cargos.
Esto, por no ahondar en la evidente injusticia que supondría, en términos de igualdad, que la Corte rechace las demandas contras las leyes estatutarias o contra cualquier otro acto sobre el que realiza un control constitucional automático (como los ya mencionados), como tradicionalmente lo ha hecho
, pero en cambio sí admita las demandas contra los tratados internacionales y las leyes que los aprueban a pesar de que la Constitución, como ya se señaló, no utiliza la expresión “demandas”
 cuando habla del control constitucional de unos y otros.     
2.1.2. En segundo lugar, tal y como originalmente lo sostuvo la propia Corte Constitucional en la Sentencia C-276 de 1996 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), para esta Vista Fiscal también es claro que:

“[E]l examen constitucional no se puede ejercer respecto de instrumentos públicos internacionales ya perfeccionados. Esto se entiende como un reflejo natural de la supranacionalidad  en este tipo de convenios que comprometen a la Nación, como persona de derecho público internacional, en un acto en el que ha perfeccionado su voluntad y en donde ningún organismo de carácter interno, ni siquiera el órgano encargado de la jurisdicción constitucional, puede entrar  a revisar aquello que es ley entre las partes, siendo tales los Estados vinculados. La Carta Política ha tenido en cuenta este espíritu de equivalencia entre las partes, al considerar que el control constitucional tan sólo se puede ejercer con anterioridad al momento en que se perfeccione el Tratado, esto es, previamente a la manifestación íntegra de la voluntad del Estado pactante”.
Así mismo:

“La ley aprobatoria de los tratados es una ley que, si bien cumple con una función de carácter interno -darles un fundamento a los tratados internacionales que se pretenden hacer valer-, los tratados en al ámbito internacional están  incólumes, sin estar condicionados a que exista o no un pronunciamiento, bien jurisdiccional o bien legislativo, respecto de los mismos. Es cierto que a la Corte Constitucional le confía la Carta Política la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución; pero esta cláusula general de competencia no debe interpretarse, en el caso que nos ocupa, de manera absoluta, pues debe recordarse que a renglón seguido, la norma constitucional que se la otorgó le está señalando unos límites perentorios: ‘en los estrictos y precisos términos de este artículo’ (art. 241). La actuación del órgano jurisdiccional sólo puede recaer sobre aquello que legalmente está dispuesto como apto para ser revisado. No considera  esta Corte que proceda la revisión de un acto jurídicamente superfluo, puesto que la materia sobre la cual recae, los tratados ya perfeccionados, no puede ser afectada por decisión alguna del orden interno. Es así como sobre estos tratados no cabe pronunciamiento de fondo […] si se trata de Tratados perfeccionados o ratificados con anterioridad a la vigencia de la Carta, [por lo tanto,] no procede la mencionada revisión, pues es claro que si la finalidad perseguida por el Constituyente fue el control previo a la ratificación del Tratado, esta instancia no es procedente cuando ya se ha producido la manifestación del consentimiento del Estado en obligarse” (Ibídem).
Una postura que, además, encuentra fundamento en las siguientes consideraciones:  
(i) Que según se señaló en el informe-ponencia presentado por los integrantes de la Comisión Tercera de la misma Asamblea Nacional Constituyente
 "todos los miembros de la subcomisión estuvieron de acuerdo en que es conveniente establecer el control de constitucionalidad sobre los tratados públicos y sus leyes aprobatorias, de manera expresa, antes de que se proceda a ratificarlo;” (Sentencia T-276 de 1996, lo subrayado es de la Corte); 
(ii) Que “[i]gualmente[,] en el Acta No. 1 emanada de la subcomisión de Relaciones Internacionales de la Asamblea Nacional Constituyente, se lee  [que]: ‘Hubo consenso respecto a que […] la Constituyente no puede modificar unilateralmente un Tratado Internacional […] (Subraya la Corte)”; 
(iii) Que “de los antecedentes mencionados y consecuente con ellos, resulta claro que lo determinado en el numeral 10 del artículo 241 de la Carta Fundamental, se refiere a la competencia de la Corte Constitucional para decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los Tratados Internacionales y de las leyes que los aprueben, como un control previo de constitucionalidad a la ratificación de los mismos” (subrayado fuera del texto);
(iv) Que “la terminación, reforma y denuncia de los Tratados es, como ya se ha dicho, competencia del Presidente de la República en su condición de director de las relaciones internacionales, como lo establece el artículo 189, numeral 2o. de la Constitución Nacional, de manera que para poder cumplir con los compromisos adquiridos con otros Estados, para los fines mencionados, deben utilizarse los mecanismos previstos en la Constitución y en los Tratados Internacionales vigentes”; y
(v) Que “el artículo 9o. de la Carta, estatuye que, si bien es cierto las relaciones internacionales se fundamentan en la Soberanía Nacional, también parten del supuesto del ‘reconocimiento de los principios del Derecho Internacional aceptados por Colombia’.  Y es una verdad incontrovertible que uno de esos principios es el cumplimiento de los tratados, como medida de seguridad y estabilidad jurídica dentro del orden internacional.  Esa es la correspondencia lógica con el principio universal Pacta Sunt Servanda, cuyo fundamento jurídico reside en la paz, la seguridad y la convivencia entre los Estados, principio el cual no puede ser desconocido bajo ningún pretexto, por ser una exigencia de la recta razón” (Ibídem).
Por lo tanto, con fundamento en las normas y reglas constitucionales citadas, así como en los argumentos reseñados, esta Vista Fiscal encuentra que los tratados internacionales y las leyes que los aprueban no pueden ser objeto de una demanda de inconstitucionalidad y que, de igual forma, la Corte Constitucional no tiene competencia para pronunciarse sobre el  contenido material de los tratados internacionales ya suscritos y perfeccionados (y mucho menos cuando esto sucedió con anterioridad a la vigencia de la Constitución de 1991
), respecto de los cuales, por lo tanto, no puede efectuarse el trámite señalado en el numeral 10° del artículo 241 de la Constitución de 1991. 
En el mismo sentido, considera que sostener lo contrario supone desconocer directamente lo dispuesto en la Constitución Política y, por lo tanto, comprometer seriamente tanto los principios constitucionales de supremacía constitucional (Artículo 4°) y legalidad (Artículos 6° y 121), como el respeto por los principios del derecho internacional (Artículo 9)
, en la medida en que concedería a la Corte Constitucional una competencia ilimitada, tanto en términos temporales
 como materiales, que le permitiría fungir o intentar fungir como juez constitucional de los tratados internacionales ya suscritos por Colombia. 
Una función que, además, de ser procedente una vez, no sabría esta Jefatura por qué no podría ejercerse una multiplicidad de veces, lo que también implica una inseguridad jurídica que es particularmente grave en materia de responsabilidad internacional, en tanto que nunca habría una decisión definitiva sobre la exequibilidad de tales instrumentos internacionales.   
2.1.3. Con relación al principio de supremacía constitucional —que precisamente se ha invocado como argumento para justificar el control constitucional de la Corte sobre tratados internacionales ya perfeccionados— no sobra precisar aquí también que si bien una ley aprobatoria de un tratado de internacional, en tanto que ley, efectivamente debe someterse a los mandatos y contendidos de la Constitución Política vigente (y en este sentido, para el caso de la Ley demandada, tanto a las normas procesales como materiales establecidas en la Constitución Política de 1886), en todo caso ésta no es una Ley ordinaria o común
, pues de una parte, su objeto se reduce a incorporar al ordenamiento jurídico un tratado internacional que entra a regir una vez el Presidente de la República decida perfeccionarlo. 
Como también debe precisarse que al Congreso de la República únicamente le compete “[a]probar o improbar los tratados que el Gobierno celebre con otros Estados o con entidades de derecho internacional” (numeral 16 del artículo 150 constitucional), más no promover leyes aprobatorias de tratados internacionales, modificar o condicionar los tratados ya suscritos o, ni siquiera, derogar las leyes (ya promulgadas) con las que fueron aprobados una vez éstos han sido perfeccionados.
Así, las leyes que aprueban tratados internacionales únicamente se terminan o extinguen cuando, de conformidad con las normas que allí mismo se establecen o con otras normas de derecho internacional, cesan los efectos de los tratados sobre los que éstas versan. Mientras que los tratados internacionales, por su parte, no pueden ser derogados ni se hacen nulos por las modificaciones que alguno de los países-parte haga en su derecho interno
, ni siquiera a nivel constitucional. 
Consideraciones, éstas últimas, que resultan particularmente relevantes para el caso de la Ley 37 de 1961 y el denominado Pacto de Bogotá en tanto que (como ya lo recuerda el Presidente de la República en su demanda), éste último fue denunciado por el Gobierno Nacional el pasado 27 de noviembre de 2012, circunstancia que implica que la Ley demandada carecerá de objeto y no podría tener ningún efecto para el momento en que la Corte se pronuncie sobre la misma pues para entonces este tratado ya no sería vinculante (o resultaría inexistente) para el Estado colombiano
.
En el mismo sentido, esta Vista Fiscal considera que igualmente debe descartarse el argumento esgrimido por el señor Presidente de la República de conformidad con el cual, para el momento en que la Corte Constitucional conozca de las presentes demandas efectivamente podrían seguir teniendo efectos las decisiones que hasta el momento del denuncio de ese respectivo instrumento internacional  (o hasta vencido el plazo de un año contado a partir del mismo) haya proferido la Corte Internacional de Justicia, toda vez que: 
(i) Como recientemente lo sostuvo la misma Corte Constitucional, esa Corporación no tiene competencia para juzgar acto jurídicos distintos a los enunciados en el artículo 241 Superior, como es el caso de una sentencia de la Corte Internacional de Justicia (Auto 053 de 2013, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo) y, se reitera, esa competencia en todo caso sólo puede ejercerse en “los estrictos y precisos términos” establecidos en ese mismo artículo, lo que significa que, para el caso de los tratados internacionales, su juicio de constitucionalidad únicamente puede hacerse, y tiene sentido, cuando los mismos aún no han sido perfeccionados; 
(ii) Debe distinguirse entre el Pacto de Bogotá y las decisiones que, en virtud del mismo, la Corte Internacional de Justicia haya adoptado sobre conflictos o controversias de las que hacía parte el Estado Colombiano, en tanto que se trata de dos fuentes de derecho y de dos actos jurídicos claramente distintos y diferenciables. El primero es únicamente la fuente de la competencia que, como el mismo Presidente lo sostiene en su demanda, “cesó a partir del aviso [de denuncio] de Colombia”, mientras el segundo, la decisión o las decisiones de la Corte Internacional de Justicia, son las sentencias judiciales adoptadas con base en una competencia que estaba vigente; y, por último,
(iii) Los efectos de tales decisiones de la Corte Internacional, sin perjuicio de su trascendencia o efectos de tracto sucesivo, en todo caso suponen situaciones jurídicas consolidadas que se habrían dado con motivo de la vigencia de un tratado multilateral: (a) que hasta el momento en que fue denunciado estaba vigente y resultaba absolutamente vinculante para Colombia desde el punto de vista del derecho internacional (como lo reconoce en su demanda el mismo Presidente de la República); (b) que ya había recibido la aprobación del Congreso de la República de conformidad con el procedimiento previsto en la Constitución anterior
; (c) sobre el que, al momento de su suscripción, además podían haberse hecho reservas (como no se hicieron); y que, en todo caso, (d) podía haberse denunciado por el Gobierno Nacional en cualquier momento.
De otra parte, sea relevante precisar también que, aún si la Corte Constitucional decidiera, como lo pretenden los accionantes, realizar un control constitucional posterior y rogado sobre una ley que incorpora un tratado internacional ya perfeccionado —y, por tanto, que ya tiene efectos vinculantes para el Estado colombiano—, en caso de que declarara inexequibles una o varias de sus normas, esa decisión en todo caso sería inane o ineficaz tanto de cara al derecho internacional como de cara al derecho interno, puesto que, primero, éstas no tienen efectos supranacionales ni son vinculantes para otros Estados u organismos internacionales y, segundo, el Presidente de la República (como él mismo lo reconoce en su demanda), ya no podría formular reservas con respecto a este tratado, lo que significa que ya no podría seguirse el procedimiento previsto en esa misma norma superior.   

Por lo tanto, para esta Jefatura es claro que las demandas sub examine debieron haber sido rechazadas
 y, por esta razón, como petición principal solicitará a la Sala Plena que se declare inhibida por falta de competencia.  
2.2. Sobre el objeto de la actual controversia constitucional

En segundo lugar, en atención a que en todo caso las demandas sub examine ya fueron admitidas y a que también es posible que la Sala Plena reitere que sí tiene competencia para decidirlas, esta Jefatura procederá a emitir un concepto de fondo sobre las mismas. Esto, aunque no sin antes advertir también que, en todo caso, al hacerlo se limitará a analizar la constitucionalidad o inconstitucionalidad abstracta, es decir, teórica y general, de las normas demandadas, haciendo caso omiso de todas las consideraciones eventuales o de todos los casos específicos a los que hacen referencia los accionantes en sus demandas, como es especialmente el caso del reciente fallo adoptado por la Corte Internacional de Justicia con motivo de la demanda instaurada por la República de Nicaragua contra Colombia y relativa a las fronteras marítimas entre estas dos naciones. 

Para justificar lo anterior baste con señalar que, como reiteradamente lo ha sostenido esta Vista Fiscal, de cara al control constitucional tanto el Ministerio Público como la propia Corte Constitucional deben limitar su análisis a una comparación directa entre las normas demandadas y las normas constitucionales invocadas, absteniéndose de convertir este control en un debate de conveniencia, una discusión política o un juicio de aplicación de las normas demandadas, como sería en este caso un análisis sobre los fallos internacionales respecto de las que, se reitera, esa Corporación no tiene competencia alguna. 

Así, esta Jefatura descartará como parámetros de control constitucional las referencias que se hacen en algunas demandas a “la tradición jurídica de Colombia” e incluso a algunas sentencias de la Corte Constitucional
, así como hará caso omiso de la referencia que se hace en la segunda demanda al artículo 53 de la Convención de Viena, a los artículos 25, 27 y 28 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, al Preámbulo de la Carta de Naciones Unidas, al artículo 21 de la Carta Mundial de la naturaleza de esa organización y al Protocolo relativo a las áreas y flora y fauna silvestre especialmente protegidas del Convenio para la Protección y el Desarrollo del Medio Marino en la Región Caribe de las Naciones Unidas de 1990, en tanto que, contrario a lo sostenido por los actores, no es cierto que estos instrumentos formen parte del bloque de constitucionalidad
.  

De igual forma, esta Jefatura también se abstendrá de pronunciarse sobre la solicitud que hace uno de los accionantes a la Corte para que ésta profiera una decisión con efectos retroactivos y sobre lo que parece ser una solicitud de inexequiblidad condicionada, cual es la de que esa Corporación, además de declarar inexequibles las normas demandadas, al mismo tiempo agregue algunas reglas o mandatos constitucionales con respecto al cumplimiento de las sentencias que ya hayan sido proferidas por la Corte Internacional de Justicia, en tanto que éstas solicitudes desbordan la naturaleza y los alcances de la acción de inconstitucionalidad, además de contemplar algunas posibilidades jurídicas que únicamente pueden ser declaradas de manera oficiosa por el juez constitucional o que, incluso, son ajenas a sus competencias, como lo sería señalarle al Ejecutivo cómo dar cumplimiento a una sentencia judicial internacional.
Lo anterior, sin perjuicio de las decisiones autónomas que, como representante de la unidad nacional, jefe de Estado, jefe de Gobierno, Suprema Autoridad Administrativa y director de las relaciones internacionales (artículos 188 y 189 Superiores), el Presidente de la República responsablemente estime adoptar con respecto a las decisiones judiciales internacionales que se hayan adoptado o que eventualmente lleguen a adoptarse y que él considere contrarias a los intereses superiores del Estado, violatorias de los derechos de los ciudadanos, contrarias a la independencia, seguridad y honra nacional o a la inviolabilidad del territorio, para lo que se recuerda que tiene un amplio margen de acción que supone desde la posibilidad de celebrar tratados o convenios internacionales
, hasta la posibilidad de repeler, sin ninguna autorización previa, las agresiones extranjeras, o, con autorización del Senado, declarar la guerra. Decisiones, éstas últimas, completamente ajenas al control constitucional.      

Bajo estas condiciones, entonces, esta Vista Fiscal procederá a pronunciarse sobre el fondo del debate constitucional suscitado por los accionantes, sin perjuicio de advertir de la absoluta irrelevancia que éste tiene de cara al derecho internacional.  
3. Problema Jurídico

De conformidad con las demandas aquí resumidas, el problema jurídico a resolver es si contradice la soberanía nacional y popular, la integridad territorial, la independencia nacional, los límites y fronteras constitucionalmente establecidos y la inviolabilidad del territorio colombiano, entre otras, el hecho de que el Estado colombiano haga parte de un tratado internacional en donde, como mecanismos pacíficos para la solución de los controversias jurídicas sobre cualquier asunto que se susciten entre los Estados, por una parte se reconoce la jurisdicción y competencia de una Corte Internacional y la consecuente obligatoriedad de sus sentencias, y, por otra otra, se establece la posibilidad de que las partes acudan a procedimientos de conciliación y de arbitraje.       
4. Análisis constitucional

Partiendo de la ficción de que la Corte Constitucional tuviese competencia para pronunciarse sobre las demandas de inconstitucionalidad que se presenten contra los tratados internacionales y contra las leyes que los aprueben y, así, de juzgar la Ley y el tratado demandado, incluso cuando el mismo ya fue perfeccionado y, por lo tanto, dándole a éstos el trato que cabría darle a una ley recién promulgada y a un tratado internacional ya aprobado por el Congreso de la República, pero aún sin perfeccionar, sobre los que, por razones excepcionales, en todo caso sólo procediera un pronunciamiento relativo a los apartes normativos demandados y a los cargos presentados; en concepto de esta Jefatura la Corte Constitucional debería declararse inhibida para pronunciarse sobre los artículos II, V, XXXII, XXXIV, XXXV, XXXVI, XXXXVII y L, y sobre todos los artículos contenidos en el Capítulo Quinto del Pacto de Bogotá, y declarar exequibles, pero bajo determinados condicionamientos, los artículos XXXI y XXXIII del mismo tratado. 
4.1. Para sustentar esta solicitud de inhibición, resulta pertinente hacer referencia al contenido de los artículos 2°, 3°, 6°, 79, 189 (numeral 2°), 330 y 59 transitorio de la Constitución Política, así como al artículo 1° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al artículo 1° del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y al artículo 2° del Convenio de la OIT No.169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes
 —que forman parte del denominado bloque de constitucionalidad—, los cuales fueron invocados como vulnerados.  

Lo anterior, pues lo primero que se advierte es la imposibilidad de hacer un contraste directo entre estas normas y las normas demandadas (particularmente los artículos II, V, XXXII, XXXIV, XXXV, XXXVI, XXXXVII y L del Pacto de Bogotá), en tanto que unas y otras no se refieren en absoluto a los mismos asuntos y las primeras no fijan reglas o establecen mandatos que, de alguna forma, permitieran si quiera inferir que se encuentra prohibido para el Estado colombiano suscribir un tratado internacional para la solución pacífica de conflictos que contenga normas de conformidad con las cuales, como sucede con el Pacto de Bogotá, los Estados partes: 

(i) Se comprometen a hacer uso de los procedimientos establecidos en ese tratado de conformidad con sus propias disposiciones;

(ii) Autorizan a la Corte Internacional de Justicia para decidir, a solicitud de cualquier país y como una cuestión previa, si determinada controversia es o no un asunto de jurisdicción interna o si, por el contrario, es una auténtica diferencia o disputa de naturaleza internacional;

(iii) Reconocen la obligatoriedad ipso facto de la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia sobre determinadas materias, y ello de conformidad con las normas de procedimiento judicial que allí se establecen con relación a la competencia de ese Tribunal; y 
(iv) Establecen que, sin perjuicio de la competencia de la mencionada Corte, las partes también podrán dirimir sus controversias, por común acuerdo, a través de un procedimiento de arbitraje de conformidad con las reglas procesales allí establecidas, salvo que pacten algo distinto. 

4.1.1. Muy por el contrario, es claro que las normas constitucionales citadas se limitan a:

(i) Señalar los fines esenciales del Estado, dentro de los que se destacan la defensa de la independencia nacional y de la integridad territorial, así como la defensa de los derechos de las personas residentes en el territorio nacional (artículo 2°);

(ii) Reconocer la soberanía nacional, la cual en todo caso se debe ejercer dentro del marco de las normas constitucionales (artículo 3°); 

(iii) Precisar el marco de responsabilidad de los particulares y de los servidores públicos (artículo 6°); 

(iv) Reconocer el derecho de todas las personas al ambiente sano y el correlativo deber que tiene el Estado de proteger la diversidad e integridad ambiental, así como de proteger las áreas de especial importancia ecológica (artículo 79);

(v) Establecer que al Presidente de la República, como Jefe de Estado, jefe de Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa, le corresponde dirigir las relaciones internacionales, lo que incluye, entre otras funciones, “celebrar con otros Estados y entidades de derecho internacional tratados o convenios que se someterán a la aprobación del Congreso” (artículo 189, numeral 2°, subrayas fuera del texto); 

(vi) Precisar cómo estarán gobernados los territorios indígenas por sus respectivos consejos, entre cuyas funciones se encuentran “[v]elar por la aplicación de las normas legales sobre usos del suelo y poblamiento de sus territorios” y “[v] elar por la preservación de los recursos naturales”, entre otras. Así como ordenar que el Gobierno Nacional propicie la participación de las respectivas comunidades en la explotación de sus territorios (artículo 330); 

(vii) Prohibir que la Constitución y demás actos de la Asamblea Nacional Constituyente sean objeto de “control jurisdiccional alguno” (artículo 59 transitorio).
Por lo tanto, no resulta plausible afirmar que las normas constitucionales invocadas prohíban que el Estado colombiano, a través de un tratado internacional multilateral
, que en su momento fue suscrito y ratificado por el Gobierno Nacional, y aprobado por el Congreso de la República, pueda: (1) reconocer la jurisdicción de una Corte Internacional para la solución de sus conflictos internacionales
, (2) aceptar que las sentencias de esa corporación judicial resulten obligatorias o vinculantes
 y, de conformidad con ello, (3) establecer medios para buscar la ejecución de tales decisiones judiciales cuando uno de los Estados-parte dejase de cumplir con las obligaciones que allí se le hayan impuesto
, tal y como se dispone en las normas demandadas.
Más aún, en los apartes subrayados de los artículos constitucionales incluso se reconoce, incluso, la facultad del Presidente para suscribir tratados internacionales que sean aprobados por el Congreso de la República, que fue precisamente lo que sucedió con el Pacto de Bogotá en donde, por un lado, los Estados partes reconocieron la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia
 para dirimir sus controversias sobre: (i) la interpretación de un tratado, (ii) cualquier cuestión de derecho internacional, (iii) hechos que podrían constituir la violación de obligaciones internacionales, o (iv) la naturaleza o extensión de una reparación que quepa hacer por la violación de tales obligaciones
 (artículo XXXI). Y, de otra parte, aceptaron la fuerza vinculante ipso facto de sus decisiones
, “sin necesidad de ningún convenio especial mientras esté vigente [ese] Tratado” (artículo XXXI). 
Así, definitivamente no es cierto o fundado afirmar que las normas constitucionales invocadas supongan que los fines esenciales del Estado, la independencia, soberanía o conveniencia nacional, el deber de defender la integridad territorial y la inviolabilidad del territorio (del que, en todo caso se hablará más delante de manera más detallada), la autodeterminación de los pueblos y la autonomía de los pueblos indígenas o, mucho menos, el derecho a un ambiente sano o la prohibición de juzgar la Constitución y, por ende, la supremacía constitucional, prohíban al Estado colombiano reconocer la jurisdicción internacional. Por el contrario, hacerlo simplemente corresponde a una interpretación subjetiva y equivocada que hacen los accionantes de las normas constitucionales invocadas y de las normas demandadas y, especialmente, de los artículos II, V, XXXII, XXXIV, XXXV, XXXVI, XXXXVII y L del Pacto de Bogotá.  
4.1.2. De igual forma, se tiene que las normas del bloque de constitucionalidad que los accionantes también invocan como vulneradas:

(i) Reconocen el derecho de todos los pueblos a auto-determinarse, lo que incluye la libertad para establecer su condición política y proveer su desarrollo económico, social y cultural, así como para disponer libremente de sus recursos y riquezas naturales —“sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional basada en el principio del beneficio recíproco, así como del derecho internacional” y de la limitación que implica la prohibición general de privar “a un pueblo de sus propios medios de subsistencia”—. Lo que también supone el correlativo deber de promover el ejercicio de libre determinación y respetarlo de conformidad con las disposiciones de la Carta de Naciones Unidas
 (Artículo 1° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos); y 

(ii) Establecen para los Gobiernos el deber de desarrollar una acción coordinada y sistemática con los pueblos indígenas y tribales que residan en su territorio, “con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad”, la cual específicamente debe incluir medidas “a) que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar, en pie de igualdad, de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás miembros de la población; b) que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones, y sus instituciones; [y] c) que ayuden a los miembros de los pueblos interesados a eliminar las diferencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros indígenas y los demás miembros de la comunidad nacional, de una manera compatible con sus aspiraciones y formas de vida” (artículo 2° del Convenio 169 de la OIT).   

Lo que significa que, sin lugar a dudas, a partir de éstas tampoco es posible desprender una prohibición como la que pretenden los accionantes que se constituya como fundamento para declarar la inexequibilidad de los artículos II, V, XXXII, XXXIV, XXXV, XXXVI, XXXXVII y L demandados y, en donde, por el contrario, nuevamente se reconoce el derecho internacional y la autonomía de los Gobiernos y legislaciones nacionales.

En efecto, ni el mencionado principio de autodeterminación de los pueblos ni la obligación para los Estados de respetar y promover este principio, sobre todo con relación a sus poblaciones indígenas y tribales, limitan a los Gobiernos nacionales para, a través de los procedimientos señalados en su propio ordenamiento jurídico, adoptar tratados internacionales por virtud de los cuales reconozcan la jurisdicción de una Corte internacional o acepten constituir tribunales de arbitramentos, entre otros, como mecanismos para resolver sus controversias de una manera pacífica. Y señalar que éste equivale a desconocer el derecho de los ciudadanos a participar en las decisiones que les afectan, es tanto como decir que los Gobiernos o Jefes de Estado e incluso, como efectivamente sucedió con la norma demandada, los Congresos nacionales, no representan a sus ciudadanos; o suponer, contra toda lógica jurídica, que el derecho de la libre determinación de los pueblos siempre se viola cuando se reconoce una jurisdicción internacional o, peor, cuando las decisiones de esta jurisdicción no cuentan con la aprobación o con el consentimiento de cada Estado parte de una controversia internacional, o de sus ciudadanos. 
Tampoco resulta razonable, desde ningún punto de vista, sostener que el reconocimiento de la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia y de la obligatoriedad de sus sentencias supone, per se, una violación al ius cogens
, a los principios internacionales que rigen el derecho internacional, comenzando con el pacta sunt servanda, o una violación de los instrumentos internacionales invocados por los accionantes. Por el contrario, el Pacto de Bogotá, por ejemplo, constituye: (i) un instrumento de derecho internacional que, de hecho, también se rige por el pacta sunt servanda, (ii) al que libremente se han acogido los países que forman parte del mismo, entre los que se encuentra el Estado colombiano, y (iii) a través del cual éstos han querido establecer una serie, en todo caso no taxativa o limitada, de mecanismos para resolver sus conflictos internacionales de manera pacífica, entre los que se encuentra el arbitramento y el reconocimiento de la jurisdicción y competencia de una Corporación judicial cuyas decisiones, en todo caso, deben ser respetuosas de los tratados internacionales, la costumbre internacional y el ius cogens, entre otros.       
Así, una cosa es la limitación y obligación que, por razones de justicia, obviamente tienen tanto los Estados como, incluso, esas instancias internacionales
, de garantizar con sus actuaciones la paz entre las naciones y la subsistencia de los pueblos, así como, en todo caso, respetar los derechos fundamentales de las personas —razón de ser de todo ordenamiento auténticamente jurídico, incluyendo el derecho internacional—, y otra muy contraria es sostener, que estos límites y obligaciones se amenazan o vulneran con la simple suscripción de instrumentos internacionales como el aprobado mediante la Ley 37 de 1961. Esta postura, defendida por algunos de los accionantes, para esta Jefatura se fundamenta en consideraciones meramente hipotéticas o eventuales sobre lo que “podría” suceder con la aplicación de las normas demandadas o en una impertinente oposición a lo que pudo haber sucedido en determinado(s) caso(s).     
Por razón de lo anterior, en concepto del Jefe del Ministerio Público la Corte Constitucional debe declararse inhibida para pronunciarse sobre los cargos formulados contra los artículos II, V, XXXII, XXXIV, XXXV, XXXVI, XXXXVII y L del Pacto de Bogotá, en razón de la falta de claridad, certeza, pertinencia y suficiencia de los cargos que contra éstos se han formulado.      

4.2. Una consideración particular merecen, en cambio, a luz de lo dispuesto en el artículo 9° y, sobre todo, en el artículo 101 constitucional,   los artículos XXXI y XXXIII demandados, toda vez que la primera de estas normas superiores señala que los fundamentos de las relaciones exteriores del Estado son, particularmente, “la soberanía nacional […] el respeto a la autodeterminación  de los pueblos y […] el reconocimiento de los principios de derecho internacional aceptados por Colombia”, (artículo 9°, subrayas fuera del texto); mientras que la segunda establece expresamente que: 
“Los límites de Colombia son los establecidos en los tratados internacionales aprobados por el Congreso, debidamente ratificados por el Presidente de la República, y los definidos por los laudos arbitrales en que sea parte la Nación. 

Los límites señalados en la forma prevista por esta Constitución, sólo podrán modificarse en virtud de tratados aprobados por el Congreso, debidamente ratificados por el Presidente de la República. 

Forman parte de Colombia, además del territorio continental, el archipiélago de San Andrés, Providencia, y Santa Catalina, la Isla de Malpelo y demás islas, islotes, cayos, morros y bancos que le pertenecen. 
También son parte de Colombia, el subsuelo, el mar territorial, la zona contigua, la plataforma continental, la zona económica exclusiva, el espacio aéreo, el segmento de la órbita geoestacionaria, el espectro electromagnético y el espacio donde actúa, de conformidad con el Derecho Internacional o con las leyes colombianas a falta de normas internacionales” (subrayas fuera del texto). 

En efecto, prima facie es posible advertir una contradicción entre los artículos 101 Superior y XXXI del Pacto de Bogotá, en tanto que el primero establece que los límites de Colombia, de una parte, únicamente pueden establecerse a través de tratados internacionales y laudos arbitrales, y de otra, que los límites así definidos únicamente pueden modificarse a través de nuevos tratados internacionales. Mientras que el segundo, la norma demandada (especialmente en sus literales a y b), concede a la Corte Internacional de Justicia competencia para decidir sobre controversias relativas a la interpretación de tratados internacionales y, en general, sobre cualquier controversia internacional, lo que significa que esa competencia incluye la solución de conflictos limítrofes. 
Así mismo, se puede advertir que el artículo 9º constitucional le otorga carácter vinculante a los principios de derecho internacional que hayan sido reconocidos por el Estado colombiano, mientras que a través del artículo XXXIII del Pacto de Bogotá se acepta que la Corte Internacional de Justicia pueda decidir qué asuntos son o no de su competencia, cuando las partes discrepen sobre este punto, competencia que no sólo abarca (como objeto) aquellos asuntos listados en el citado artículo XXXI sino, también (como marco jurídico de sus decisiones), todas las fuentes descritas en el artículo 38 de su Estatuto, entre las que se encuentran todos los principios de derecho internacional. Es decir, que esa Corporación judicial podría acudir, como fuente de derecho para resolver las controversias entre los Estados a cualquier principio de derecho internacional, incluyendo aquellos que aún no hayan sido aceptados por el Estado colombiano.

Para demostrar esta primera contradicción entre las normas demandas y las normas constitucionales citadas, sin embargo, es necesario precisar cuál es el contenido y el alcance del artículo 101 Superior, destacando en qué considera esta Jefatura que aciertan y en qué se equivocan los accionantes, algunos intervinientes e incluso la misma Corte Constitucional, al interpretar esta norma constitucional.    

4.2.1. Así, es importante puntualizar, en primer lugar, que lo dispuesto en el artículo 101 Superior de ninguna manera significa (i) que la Constitución misma establezca, de manera expresa, integral y definitiva, cuáles son los límites o fronteras nacionales, (ii) que para cambiar los límites o fronteras nacionales ya establecidos sea necesario una reforma constitucional, y (iii) que todos los elementos del territorio nacional únicamente puedan establecerse por vía de un tratado internacional o un laudo arbitral. Y, en segundo lugar, que no es cierto que el Pacto de Bogotá prohíba que los Estados suscriban tratados o convenios con el objeto de cumplir las decisiones de la Corte Internacional de Justicia o que, incluso, acuerden algo distinto a lo dispuesto en tales decisiones. 

En efecto, en concepto de esta Vista Fiscal, cuando el artículo 101 constitucional textualmente dice que “[l]os límites de Colombia son lo establecidos en los tratados internacionales aprobados por el Congreso, debidamente ratificados por el presidente de la República y los definidos por laudos arbitrales en los que sea parte la Nación”, indudablemente quiere significar que estos límites no están establecidos expresa y específicamente en la Constitución Política sino, únicamente, en esos dos instrumentos jurídicos en donde, sin perjuicio de las diferencias que existan entre uno u otro, precisamente para 1991 se encontraban señalados los límites del Estado colombiano. 

De otra parte, dado que la misma norma constitucional señala que “[l]os límites señalados en la forma prevista por esta Constitución sólo podrán modificarse en virtud de tratados aprobados por el Congreso, debidamente ratificados por el presidente de la República”, es también claro que no es necesaria una reforma constitucional para modificar esos límites. Por el contrario, de esta misma norma no puede sino concluirse que la Constitución establece la forma o el medio de reformar los límites ya  establecidos en tratados internacionales o laudos arbitrales, pero sin entrar a precisar estos límites, y que esa forma es a través de nuevos tratados internacionales y no, como se sugiere en las demandas sub examine, a través de alguna de las reformas constitucionales previstas en el artículo 374 Superior
. 

Así, esta Jefatura considera equivocado y contradictorio sostener que la misma Constitución (específicamente el artículo 101 Superior), exija una reforma constitucional para que sea posible modificar los límites del Estado previamente establecidos en tratados internacionales o laudos arbitrales, pues lo que dice esta norma constitucional es que éstos pueden establecerse a través de laudos arbitrales en los que el Estado “sea parte” (y no que haya sido parte), o tanto establecerse como modificarse a través de tratados internacionales aprobados por el Congreso de la República y ratificados por el Presidente de la República. Y obviamente también carece de sentido pensar que la fijación de límites que no han sido establecidos o precisados a través de alguno de esos medios o que la modificación de los mismos a través de nuevos tratados equivalga a una reforma constitucional. Por el contrario, en la Constitución misma (Título XIII) se señala cuáles son los medios por los que ésta puede ser reformada, dentro de los que claramente no se encuentran los tratados internacionales o los laudos arbitrales.   

En segundo lugar, esta Vista Fiscal advierte que el último inciso del artículo 101 constitucional, al mismo tiempo que establece que “[f]orman parte de Colombia, además del territorio continental, el archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina e isla de Malpelo, además de las islas, islotes, cayos, morros y bancos que le pertenecen” —y, por tanto, define constitucionalmente la propiedad del Estado colombiano sobre tales lugares (sin entrar a precisar sus fronteras) y les excluye del ámbito de configuración del que disponen el Ejecutivo y el Legislador a través de los tratados internacionales y las leyes aprobatorias— también señala que “son parte de Colombia […] de conformidad con el derecho internacional o con las leyes colombianas a falta de normas internacionales” diferentes elementos del territorio sobre los que los Estados tienen algunos derechos, y otros sobre los que incluso éstos ejercen plena soberanía (y que, por tanto, están contenidos en sus fronteras), como son: “el subsuelo, el mar territorial, la zona contigua, la plataforma continental, la zona económica exclusiva, el espacio aéreo, el segmento de la órbita geoestacionaria, el espectro electromagnético y el espacio donde actúa”
. 

Así, fue directamente el Constituyente Primario quien decidió que la propiedad y los derechos de Colombia sobre estos últimos elementos los definiera, de manera principal, el derecho internacional y no la Ley colombiana y que, así mismo, estos derechos —más no las fronteras o los límites—, pudieran establecerse o modificarse a través del derecho o de las normas internacionales
, lo que sin duda incluye las sentencias de la jurisdicción internacional, y no exclusivamente a través de los tratados internacionales o laudos arbitrales. 

Sin embargo, en lo que sí asiste razón a los accionantes es en el hecho de que el artículo 101 Superior únicamente establece dos mecanismos o instrumentos jurídicos a través de los cuales pueden establecerse o definirse los límites del Estado colombiano, como son los tratados internacionales y los laudos arbitrales, y un único instrumento a través del cual pueden modificarse los límites del Estado colombiano que ya han sido definidos en tratados o laudos, como es un nuevo tratado internacional. Y, de igual forma, en que estos mandatos suponen que tales límites efectivamente no pueden establecerse o modificarse a través de sentencias judiciales. 
Esta precisión constitucional, sin bien no equivale a una prohibición, sin duda debería llevar a la Corte Constitucional a condicionar el texto de la ley aprobatoria de un tratado internacional en donde el Estado reconozca o atribuya competencia a una corte internacional para resolver controversias o conflictos limítrofes, si es que esta autorización llega hasta el punto de permitirle a esa corporación entrar a establecer cualquiera de los límites del Estado colombiano o a modificar los límites que se hayan previamente establecido en tratados internacionales o definido en laudos arbitrales; y, así mismo, debería llevar al Gobierno Nacional a hacer las reservas respectivas en un tratado semejante. 

Por esta razón, en caso de que la Sala Plena de la Corte Constitucional decida conocer de las demandas sub examine, esta Jefatura le solicitará que declare la exequibilidad condicionada de los literales a) y b) del artículo XXXI y del artículo XXXIII de la Ley 37 de 1961, por la cual se aprobó el Pacto de Bogotá, señalando que los mismos no contrarían el texto de la Norma Superior mientras se entienda que la Corte Internacional de Justicia tiene competencia para resolver cualquier cuestión de derecho internacional o controversia sobre la interpretación de un tratado internacional, y tiene autoridad para establecer cuándo es o no competente para decidir determinado litigio, siempre y cuando se entienda que, en todo caso, esa Corte no puede entrar a establecer los límites del Estado colombiano o a modificar los límites de Colombia que ya hayan sido acordados con otras naciones a través de tratados, o que ya hayan sido establecidos en laudos arbitrales
 en que haya sido parte el Estado colombiano. 
4.2.2. En el mismo sentido, toda vez que, como ya se anunciaba, entre las fuentes de derecho que definen la competencia de la Corte Internacional de Justicia, de conformidad con su propio Estatuto (artículo 38), se encuentran los principios de derecho internacional, esta Jefatura considera que, en caso de que la Corte Constitucional asuma conocimiento, los artículos demandados anteriormente citados también deben ser sometidos a la condición de que se entienda que los principios de derecho internacional a los que puede acudir la Corte Internacional de Justicia para resolver los conflictos o controversias jurídicas en los que sea parte el Estado colombiano, como lo exige el artículo 9° Superior,  son exclusivamente “los principios de derecho internacional aceptados por Colombia”, como es el caso del pacta sunt servanda o la buena fe
, y no otros como pudieran ser, por ejemplo, aquellos que se infieran de la experiencia o de la práctica internacional, que se desprendan de otros instrumentos internacionales no suscritos por el Estado colombiano, o que simplemente se desarrollen por la doctrina o la propia jurisprudencia internacional.
Sin embargo, es importante advertir que se solicitarán estos condicionamientos pero no la declaratoria de inexequibilidad y, mucho menos, la inexequibilidad retroactiva y condicionada que pretenden los accionantes, en tanto que esta posible contradicción entre las normas demandadas y las normas constitucionales señaladas en forma alguna implica que haya una absoluta incompatibilidad entre la Constitución Política de 1991 y el reconocimiento y la aceptación de la jurisdicción internacional, o entre la primera y, específicamente, la competencia de la Corte Internacional de Justicia. 

Por el contrario, como aquí ya se ha señalado, la misma Constitución, incluso en las normas constitucionales que los accionantes invocan como vulneradas, reconoce la existencia, vigencia, obligatoriedad y, podríamos decir también, la conveniencia del derecho internacional y de sus principios, como también prevé la posibilidad y viabilidad de que el Estado colombiano (a quien además le señala el fin de buscar la integración latinoamericana y del Caribe
) resuelva sus controversias a través de mecanismos alternativos pacíficos como el arbitraje internacional, o de que la soberanía y los derechos del Estado colombiano sobre determinados elementos del territorio se establezcan, de manera preferente, por el derecho y las normas internacionales. 
Además, como incluso lo sugiere el Presidente de la República en su demanda, es claro y cierto que el artículo 101 Superior puede armonizarse con las decisiones de la Corte Internacional de Justicia, en tanto que el derecho
 y la práctica internacional no se han opuesto ni necesariamente han entendido como contrarios a la obligación que tienen los Estados de honrar sus compromisos internacionales que éstos celebren tratados o convenios para dar cumplimiento a las sentencias que hayan sido adoptadas por esa Corporación, o incluso para establecer mecanismos o alternativas de solución de sus controversias que discrepen de lo resuelto en aquellas. 
Lo que significa que, de una parte, la Constitución Política no prohíbe que Colombia forme parte de un tratado como el Pacto de Bogotá (lo que, al menos parcialmente puede explicar que éste ni siquiera haya sido demandado en su integridad por ninguno de los accionantes). Y, de otra, que ese tratado no establece nada cercano a que la soberanía resida en la Corte Internacional de Justicia en lugar de residir en el pueblo colombiano. Una interpretación como ésta última carece de toda razonabilidad, pues el pueblo colombiano, en pleno ejercicio de su soberanía, obviamente puede decidir que sus controversias internacionales sean decididas por la jurisdicción internacional. Otra cosa muy distinta es que ésta, sin lugar a dudas, esté limitada a sus mandatos y al deber irremplazable de fallar en justicia.   

5. Conclusión
Por razón de lo anterior, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional, de manera principal, declararse INHIBIDA para pronunciarse sobre las normas demandadas del Pacto de Bogotá, aprobado por medio de la Ley 37 de 1961, por falta absoluta de competencia. 
Y, subsidiariamente, le solicita: (1) declararse INHIBIDA para pronunciarse respecto de sus artículos II, V, XXXII, XXXIV, XXXV, XXXVI, XXXXVII y L, así como respecto de su Capítulo Quinto de la Ley 37 de 1961, Por la cual se aprueba el Tratado Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá), en razón de la ineptitud sustancial de los cargos elevados contra los mismos; y (2) declarar EXEQUIBLES DE MANERA CONDICIONADA los artículos XXXI y XXXIII de la misma ley, señalando: (i) que la Corte Internacional de Justicia no tiene competencia para establecer los límites de Colombia ni para modificar los límites que ya hayan sido acordados por el Estado colombiano con otras naciones a través de tratados internacionales o que ya hayan sido definidos en laudos arbitrales en que haya sido parte el Estado colombiano, y (ii) que las decisiones que adopte la Corte Internacional de Justicia en los casos en que haga parte el Estado colombiano, únicamente podrán fundamentarse en principios de derecho internacional que éste haya aceptado previamente. 

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/ABG

� En la demanda se aduce que “los incisos primero y segundo [del artículo LVI del Pacto de Bogotá] deben ser armonizados [… y, con motivo de ello, señala que el] Gobierno Nacional ha sostenido que la competencia de la Corte Internacional de Justicia cesó a partir de la fecha del aviso de Colombia, de conformidad con el inciso segundo”. Esto, aunque al mismo tiempo se advierte que “[c]ualquiera que sea la interpretación adoptada, es claro que la denuncia no tendrá efecto alguno sobre los procedimientos que se hubieren iniciado antes de transmitido el aviso respectivo. Estos procedimientos pueden haber concluido o pueden estar en curso”.


� El actor agrega algunas consideraciones sobre “[e]l procedimiento que condujo a los dos fallos de la Corte Internacional de Justicia que modificaron los límites marítimos de Colombia con Nicaragua [y que] ya concluyó con dos sentencias”, del 13 de septiembre de 2007 y del 19 de septiembre de 2012, respectivamente.


� En la demanda se agrega que en la Sentencia C-191 de 1998 la Corte Constitucional, además de reconocer la validez constitucional, a la luz del artículo 101 Superior, tanto de los tratados bilaterales de delimitación como de los tratados multilaterales que establecen reglas generales para efectuar delimitaciones, sostuvo precisamente “que los tratados limítrofes hacen parte de constitucionalidad lato sensu […lo] que quiere decir que, si bien no tienen rango constitucional, no pueden ser modificados por vía de leyes y son parámetro de constitucionalidad”. 





� El actor agrega que los jueces de la Corte Internacional de Justicia “son elegidos por otros estados en la Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas, mediante un procedimiento en donde Colombia tiene poca incidencia”. 


� Con relación al objeto de la sentencia, el accionante señala que éste “es definido por el Estado que demande a Colombia y luego por los jueces de la Corte […como] se deriva claramente del artículo XXXI demandado”. 


� Como ejemplo de un resultado judicial inadmisible, en la demanda nuevamente se cita “el caso del fallo del 19 de [n]oviembre en el diferendo entre Colombia y Nicaragua puesto que [se cuenta que allí] la Corte no se limitó a decidir sobre la soberanía respecto de las formaciones sino que se pronunció sobre los límites marítimos. Tampoco concentró su fallo en el área relevante comprendida por el tratado Esguerra-Bárcenas (aguas entre el Archipiélago y la costa de Nicaragua), sino que extendió su pronunciamiento a otra área relevante ubicada entre el Archipiélago de San Andrés y Providencia y la costa continental de Colombia”. 


� En la demanda se agrega que, también de conformidad con la Sentencia C-1022 de 1999, “cualquier tratado de límites que implicará cesión de territorio, en lugar de clarificación de límites inciertos, requeriría un tratado internacional aprobado por Colombia en una reforma constitucional”. 


� Con respecto a esto último, el actor agrega que el artículo 101 Superior incluyó dentro del territorio colombiano a San Andrés, Providencia y Santa Catalina, norma que, según concluye de lo expresado por uno de los Constituyentes de 1991, “cubre no sólo las islas nombradas específicamente, sino los siete cayos en disputa con Nicaragua y cubre los límites marítimos del archipiélago, tal como estaban establecidos en 1991, incluyendo el límite establecido en el meridiano 82”.  De igual forma, manifiesta que “[d]entro de los límites contemplados por el inciso primero del artículo 101 se encuentra el meridiano 82, el cual forma parte de la ‘imagen maestra’ que tenía la Asamblea Constituyente, como se deduce de l[a]s Gacetas de la Asamblea y lo ha confirmado la jurisprudencia constitucional”.  


� El actor también menciona las sentencias de la Corte Constitucional en las que se ha analizado la constitucionalidad de tratados de límites posteriores a la Constitución actual (Sentencias C-045 de 1994 y C-1022 de 1999), con el propósito de destacar que allí se reconoció: (i) “la soberanía del Colombia sobre el Archipiélago”, que incluye “la zona insular circunvecina, y sus áreas marítimas, conformada por el archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina y los cayos de Roncador y Quitasueños”; (ii) que los derechos del Estado sobre éste “recaen no solo sobre las formaciones insulares sino también sobre ‘áreas marítimas correspondientes’ y (iii) que estos derechos “‘no son transferibles’ a terceros estados”. Y manifiesta “[e]sto reafirma que una sentencia de la Corte Internacional de Justicia no puede ser incorporada de manera automática al ordenamiento colombiano”.  Además, agrega que mientras “[n]i la Asamblea Constituyente ni la Corte han efectuado una distinción entre territorios y zonas marítimas” o “separaron la las islas del mar archipielágico [sic]”, éstas en cambio sí “impiden la transferencia de ‘derechos’ sobre las áreas marítimas correspondientes al Archipiélago”, lo que significa, en su concepto, que “una disminución de derechos sobre la plataforma continental y la zona económicas exclusiva es, para el derecho constitucional colombiano, una disminución del espacio constitucionalmente protegido o, una transferencia de derechos por una vía excluida de la Constitución”.      .


� Así mismo, el actor advierte que esto fue lo que sucedió con las dos sentencias de la Corte Internacional de Justicia con respecto al conflicto con Nicaragua “que generan una contradicción con la Constitución, al menos en tres elementos: (i) no reconocen el límite en el meridiano 82 por la cual constituyen una modificación de los límites de Colombia por vía prohibida por la Carta; (ii) transfieren a Nicaragua derechos de Colombia sobre áreas marítimas que solo Colombia puede regular mediante un tratado sobre bases de reciprocidad y equidad; y (iii) trazan un nuevo límite marítimo entre los dos Estados  sin que estos hayan sido consentidos por el pueblo de Colombia por medio de sus representantes en ejercicio de su soberanía y de su derecho a la autodeterminación”.


� En la demanda se indica que esto fue lo que aconteció en el caso de los fallos sobre la plataforma continental de Alemania, Dinamarca y Holanda, en el Mar del Norte, o sobre la plataforma continental de Túnez y Libia, o de Libia y Malta.  


� El actor menciona, además, “a título meramente ilustrativo”, “cuatro casos específicos en los cuales la CIJ definió una frontera internacional, y las partes del litigio posteriormente celebraron tratados u otro tipo de acuerdos sin los cuales el respectivo fallo de la CIJ sería difícil o imposible de aplicar”: el caso de un fallo arbitral hecho por el Rey de España el 23 de diciembre de 1906 que suscitó una controversia entre Honduras y Nicaragua, resuelto por la Corte Internacional de Justicia en 1960; el caso de una disputa fronteriza terrestre, insular y marítima entre el Salvador y Honduras que fue resuelto en 1992; el caso de una disputa territorial entre los Estados de Libia y Chad, fallado en 1994; el caso de la delimitación marítima del área entre Groenlandia y Jan Mayen, entre Noruega y Dinamarca, decidido en 1993, que el actor considera que “se asemeja mucha al proferido respecto del litigio entre Nicaragua y Colombia, puesto que allí Nicaragua también solicitó a la CIJ de manera unilateral que definiera la frontera marítima entre ambos Estados”; y el caso de una controversia respecto de la frontera terrestre y marítima entre Camerún y Nigeria, resuelto en el año 2002.  Y, a  partir de estos casos, concluye que “el mandato establecido en el artículo 101 de la Constitución es compatible con el derecho y práctica internacionales”, en tanto que “[l]os estados pueden celebrar tratados con posterioridad al fallo de la CIJ, sin que ello sea considerado un desconocimiento de las obligaciones internacionales”.


� Cita expresamente el artículo 241, numeral 10°.


� Al respecto puede entre otras pueden verse:


 (i)  La Sentencia C-027 de 1993 (M.P. Simón Rodríguez), en donde la Corte Constitucional sostuvo que, con fundamento en la cláusula de supremacía constitucional, esa Corporación sí tenía competencia para juzgar la exequibilidad de tratados internacionales perfeccionados con anterioridad a la entrada en vigencia de la Constitución de 1991. Y, a partir de esa premisa, se consideró habilitada para declarar la inexequibilidad de algunos apartes de la ley aprobatoria del Concordato celebrado entre Colombia y la Santa Sede, así como del Protocolo Final suscrito entre estos dos sujetos de derecho internacional público;


(ii) La Sentencia C-276 de ese mismo año (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), en donde la Corte modificó esa doctrina sobre su competencia con respecto a estos instrumentos de derecho internacional con fundamento en lo dispuesto en el artículo 241 Superior y un Acta de la Subcomisión de Relaciones Internacionales de la Asamblea Nacional Constituyente para, así, inhibirse de pronunciarse con respecto al Tratado de Derecho Civil Internacional  y al Tratado de Derecho Internacional Comercial Internacional, suscritos en Montevideo en 1889. Esto, sin perjuicio de entenderse competente para pronunciarse sobre su Ley aprobatoria, la Ley 33 de 1992, por haber sido proferida con posteridad a la entrada en vigencia de la Constitución de 1991; 


(iii) La SentenciaC-400 de 1998 (M.P. Alejandro Martínez Caballero), en donde la Corte, reconociendo expresamente un cambio de jurisprudencia, volvió a la tesis de que sí tiene competencia para juzgar la constitucionalidad de los tratados internacionales ya perfeccionados para, con fundamento en ésta, realizar un análisis de fondo sobre la Convención de Viena sobre el Derechos de los Tratados entre Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales, aprobado mediante la Ley 32 de 1985. Se destaca que en esta decisión esa Corporación incluso sostuvo que, si bien era exequible el artículo 27.1. de esa Convención, en donde expresamente se dispone que las disposiciones de derecho interno no pueden utilizarse para justificar el incumplimiento de las obligaciones internacionales adquiridas por un Estado, lo era únicamente bajo “el entendido de que esa norma no excluye el control de constitucionalidad de leyes aprobatorias de tratados internacionales”; y, finalmente,


(iv) La reciente Sentencia C-664 de 2013 (M.P. Alberto Rojas Ríos), en donde la Corte Constitucional, según se informó en el Comunicado de Prensa No. 37 del 24 y 25 de septiembre del presente año, reiteró la tesis de que es competente para juzgar tanto las leyes aprobatorias (en el caso particular, la Ley 10 de 1980) como los tratados internacionales perfeccionados con anterioridad a la entrada en vigencia de la Constitución de 1991(allí específicamente se trataba del “Protocolo relativo a la prohibición del empleo en la guerra de gases asfixiantes, tóxicos o similares y de medios bacterológicos”, firmado el 17 de junio de 1925, y la “Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el almacenamientos de armas bacteriológicas (Biológicas) y toxicinas y su destrucción”, del 10 de abril de 1972). Aunque al hacerlo, sea pertinente resaltarlo, sostuvo que si bien materialmente podía compararse un tratado internacional perfeccionado con anterioridad a la Constitución de 1991 con el texto de esta última, “el parámetro de control de los aspectos formales”, en cambio, debía “ser el ordenamiento constitucional que regulaba el proceso de creación legislativa al momento de la expedición del respectivo cuerpo normativo” que, en ese caso concreto, era la Constitución Política de 1886.            


� Tampoco tiene la Corte Constitucional competencia para pronunciarse sobre acuerdos o tratados internacionales que no han surtido el trámite de aprobación por parte del Congreso de la República previsto en la Constitución Política, tal y como expresamente lo reconoció la Sala Plena de esa misma Corporación al señalar que: “un análisis sobre la constitucionalidad de las cláusulas del Acuerdo, pues ello sólo tendrá lugar si se cumplen dos condiciones: […] (i) Que el Presidente de la República, en su calidad de director de las relaciones internacionales, decida someter el Acuerdo a consideración del Congreso, ya sea manteniéndolo inalterado o previa renegociación; (ii) Que el Congreso le imparta su aprobación mediante ley de la República” (Auto 288 de 2010 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio). 


Es más, en la misma decisión citada también se sostuvo que “esta Corporación estima que no le corresponde evaluar ni pronunciarse sobre el alcance jurídico del Acuerdo [(entonces demandado)] en el foro internacional, ni señalar los efectos o implicaciones de esta decisión en dicho ámbito, puesto que ello escapa a su órbita de competencia y a sus atribuciones como juez constitucional” (subrayas fuera del texto). Afirmación que esta Vista Fiscal comparte plenamente.      


� Cf. Sentencia C-027 de 1993 (M.P. Simón Rodríguez). 


� Como sucede con el control de constitucionalidad de la convocatoria a un referendo (artículo 241, numeral 2°), de las leyes de referendo, de la consulta popular o plebiscitos de orden nacional (artículo 241, numeral 3°), de los decretos legislativos que dicte el Gobierno con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 constitucionales (artículo 241, numeral 7°), de los proyectos de ley objetados por el Gobierno como inconstitucionales en los que insiste el Congreso o el de los proyectos de leyes estatutarias (artículo 241, numeral 8°).


� Al respecto pueden verse las sentencias C-070 de 2009 (M.P.s. Humberto Sierra Porto y Clara Elena Reales Gutiérrez) y C-156 de 2011 (M.P. Mauricio González Cuervo), entre otras, relativas a la improcedencia de las demandas contra decretos legislativos proferidos por el Presidente de la República bajo los estados de excepción; el Auto 156A de 2003 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), relativo a la improcedencia de las demandas contra leyes convocatorias de referendo; o la Sentencia C-546 de 2011 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), relativa a la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad contra leyes estatutarias. 


Con respecto a estas últimas, resulta importante advertir que la Corte Constitucional ya ha señalado como una excepción a su improcedencia el caso en que se presente una reforma constitucional que, precisamente, implique la existencia de un parámetro distinto al que en su momento utilizó esa Corporación para realizar el juicio automático del acto, lo que necesariamente obliga a un nuevo juicio en aras de garantizar la supremacía constitucional. Aunque ésta parecería ser la misma lógica a la que acuden los accionantes para sostener la procedencia de sus demandas, aduciendo precisamente a una supuesta “inconstitucionalidad sobreviviente”, es relevante destacar aquí que, de una parte, las normas constitucionales invocadas por los accionantes datan de 1991 y no han sufrido modificación alguna lo que, de entrada, debe llevar a cuestionar seriamente la posibilidad de que, con fundamento en éstas, se declare hoy (22 años después) esa supuesta inconstitucionalidad sobreviniente. Y que, de otra parte, en todo caso las leyes aprobatorias de tratados internacionales ya perfeccionados, como aquí se precisará más adelante, no pueden equipararse para este propósito a las leyes estatutarias o a otros actos jurídicos sobre los que se realiza un control constitucional automático pues, precisamente:


(i) El objeto de las mismas es un instrumento que compromete la responsabilidad internacional del Estado, es decir, que lo obliga con respecto a otro sujeto o sujetos de derecho internacional público sobre el (los) que la Corte Constitucional no tiene jurisdicción y 


(ii) En caso de que una reforma constitucional haga imposible el cumplimiento de un determinado tratado internacional, el deber del Presidente de la República, en razón de su juramento (artículo 188), es denunciar o renegociar ese particular instrumento internacional, mecanismo que es suficiente para que el mismos deje de ser vinculantes a nivel internacional y, al mismo tiempo, para que la ley aprobatoria correspondiente pierda su vigencia. Siendo esta una alternativa que, en cambio, no existe ni tiene igual en el ordenamiento interno para el caso de las demás leyes o actos jurídicos (para los que, por mucho, únicamente queda como opción la excepción de inconstitucionalidad, limitada a cada caso concreto).  


� Alguno podría replicar a este argumento que, más allá del uso de esta expresión, las demandas contra estos actos sí son procedentes pues, de una parte, el principio de legalidad permite a los particulares hacer todo lo que no les está explícitamente prohibido (artículo 6°) e interponer acciones públicas en defensa de la Constitución es una manifestación del derecho de todo ciudadano a controlar el poder político (artículo 40) y, de otra, porque tales demandas estarían dirigidas, precisamente, a garantizar la supremacía constitucional (artículo 4°). Sin embargo, esta Jefatura considera que esos no son argumentos suficientes pues también es cierto que los servidores públicos son responsables por la extralimitación de sus funciones (artículo 6°) y que ninguna autoridad puede ejercer funciones distintas a las que le atribuyen la Constitución y la Ley (artículo 121), lo que, de hecho, también es una garantía de la supremacía constitucional. Y porque, además, en todo caso la postura aquí sostenida de ninguna forma supone que sobre los tratados internacionales y sobre las leyes que los aprueban no exista un control constitucional  sino que, simplemente, señala que este control es semejante al que existe sobre aquellos otros actos jurídicos que tampoco pueden ser objeto de la acción de inconstitucionalidad.    


� Sea pertinente advertir que aquí se acude a una interpretación histórica de las normas constitucionales pertinentes, criterio al que también acuden algunos de los accionantes en sus demandas y que esta Jefatura no sólo considera válido y legítimo sino, también, útil y necesario (en lugar de optativo o descartable, como incluso se ha sostenido recientemente en algunas sentencias constitucionales) para resolver muchas controversias de tipo ius constitucional.   


� Así parecen incluso reconocerlo en sus salvamentos de voto respecto de la Sentencia C-664 de 2013 (M.P. Alberto Rojas Ríos) los Magistrados Mauricio González Cuervo, Luis Guillermo Guerrero Pérez, Gabriel Eduardo Mendoza Martelo y Nilson Pinilla Pinilla, para quienes “no cabe duda de la competencia de la Corte para efectuar el control de constitucionalidad del contenido material de todo instrumento internacional aprobado por el Estado colombiano, antes de su ratificación” (Comunicado de Prensa No. 37 de 2013, subrayas fuera del texto).


� En efecto, permitir que la Corte Constitucional pueda revisar los tratados internacionales ya perfeccionados y, por tanto, declararlos inexequibles o parcialmente inexequibles, forzando al Gobierno Nacional a incumplirlos, no sólo llevaría al Estado colombiano a vulnerar el principio de pacta sunt servanda, sino que además, en razón del principio de reciprocidad, también forzaría a admitir que otros Estados puedan incumplir sus obligaciones internacionales con Colombia, incluso frente a tratados internacionales o laudos arbitrales que fijan límites territoriales, por la misma razón, es decir, porque una disposición normativa de su derecho interno o una decisión de su Tribunal Constitucional les exige hacerlo. Y esto equivale, en términos prácticos, a dejar sin fuerza vinculante el derecho internacional o, peor, a forzar a los Estados a establecer sus relaciones únicamente a través de vías de hecho.  


� Hasta el punto permitirle aplicar de manera retroactiva la Carta Política, contrariando directamente lo dispuesto en el artículo 380 Superior.   


� Como ya lo sostenía la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia (M.P. Alberto Suárez Murilo) en Sentencia del 6 de junio de 1914: “[a]un cuando la ley que aprueba un tratado público está sometida en su formación a los requisitos ordinarios […], no puede revocarse a duda que, por otros aspectos, difiere sustancialmente de las leyes ordinarias”.   


� Cf. Artículos 26, 27 y 46, así como toda la parte V de la Sección 3° de la misma Convención arriba citada.  


� Al respecto sea pertinente señalar que la Corte Constitucional ha dicho que “es evidente que el primer paso que le compete agotar a la Corte Constitucional antes de adelantar el juicio de constitucionalidad, es analizar la vigencia del precepto que se solicita expulsar del ordenamiento por su incompatibilidad con la Carta Política, porque si no está vigente o no está produciendo efectos jurídicos, el control de constitucionalidad perdería su razón de ser […] En ese sentido, es claro que normas que ya no están en el ordenamiento jurídico por decisión expresa o tácita del legislador ordinario o extraordinario no pueden ser objeto del control de constitucionalidad, por cuanto su exclusión del mundo jurídico ya se produjo y, como tal, carece de fundamento contrastar la disposición con la Constitución, toda vez que la supremacía e integridad de la normativa superior no está en juego” (Sentencia C-690 de 2011, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub) y que, de igual forma, esa misma Corporación ha precisado de manera reiterada que “[l]a regla anterior tiene una excepción que la jurisprudencia constitucional se ha encargado de elaborar, al admitir que el análisis sobre la vigencia de una disposición  no debe estudiar simplemente si ella ha sido derogada, también debe indagar si, pese a su exclusión del ordenamiento, la misma sigue proyectando sus efectos, evento en el cual, pese a que el precepto ya no haga parte del ordenamiento jurídico, la Corte Constitucional, en cumplimiento de sus funciones de salvaguarda, integridad y supremacía de la Constitución, le compete realizar el análisis correspondiente, para determinar su compatibilidad con los preceptos superiores y en caso de encontrarla incompatible con el ordenamiento constitucional, impedir que sus efectos se sigan irradiando” (Ibídem, negrillas fuera del texto). Para lo que también puede verse la Sentencia C-321 de 2006 (M.P. Manuel José Cepeda Espinoza), en donde esa Corporación se declaró inhibida para pronunciarse sobre algunos artículos de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, en razón de que el Estado colombiano había formulado reservas sobre los mismos (alternativa que, en términos prácticos, se destaca, tiene los mismos efectos respecto de esos artículos que el denuncio respecto de todo el tratado). 


� Debe destacarse lo contradictorio que sería que la Corte Constitucional, por una parte, reconociera la validez y pertinencia de las exigencias procedimentales establecidas en la Constitución anterior (y así también, la aprobación a un tratado otorgada por el Congreso de la República bajo otra norma constitucional) , hasta el punto de considerarlas válidas como parámetro para su juicio de la constitucionalidad sobre una ley ordinaria o de una ley aprobatoria de un tratado internacional y, de otra, tachara de inconstitucional un tratado y la ley que lo aprueba que, como sucede en el caso sub examine, ni siquiera fueron demandados por razones de forma, simplemente aduciendo que los efectos de las decisiones judiciales adoptadas en virtud de ese tratado no se corresponden con los procedimientos constitucionales actualmente exigidos.    


� Tal y como recientemente sucedió con una demanda de inconstitucionalidad promovida contra el fallo proferido por la Corte Internacional de Justicia el 19 de noviembre de 2012, y relativo a una controversia entre los Estados de Nicaragua y Colombia, y esto simplemente ateniéndose a lo expresamente dispuesto en el artículo 241 constitucional, la cual fue rechazada por la Sala Plena de la Corte Constitucional (Auto 053 del 13 de marzo de 2013, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), aún sin perjuicio de reconocer las “implicaciones sobre el territorio nacional” que podría tener una decisión como la entonces demandada.


� Aunque las sentencias de la Corte Constitucional sin duda puedan ser un criterio orientador para la interpretación de las normas constitucionales, en todo caso (i) éstas no equivalen a la Constitución (tanto que incluso la Corte puede cambiar su jurisprudencia),  (ii) no toda afirmación, premisa o conclusión que se haga en una sentencia de constitucionalidad equivale a una interpretación de una norma constitucional y (iii) de conformidad con la Ley Estatutaria de Administración de Justicia y el Decreto 2067 de 1991 únicamente hacen tránsito a cosa juzgada constitucional y tienen fuerza vinculante erga omnes la parte resolutiva de las sentencias de constitucionalidad.    


� Como insistentemente lo ha sostenido esta Jefatura en sus conceptos, de conformidad con el artículo 93 Superior, únicamente “prevalecen en el orden interno” y sirven de parámetro de los derechos constitucionales “los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción”, requisitos y características que, sin embargo, no cumplen los instrumentos internacionales aquí mencionados. 


� Como lo señala el propio Presidente en su demanda, tales tratados o convenios pueden tener por objeto, y de hecho ya lo han tenido en otros casos, el cumplimiento de las sentencias de la Corte Internacional de Justicia, o pueden ser una alternativa a los mismos. Y esto claramente no está proscrito por el tratado aquí demandado ni por el Estatuto de esa misma Corporación Judicial.  


� Se hace referencia aquí a esta Convención en tanto que, de una parte, de conformidad con el artículo 53 Superior, “los convenios internacionales de trabajo debidamente ratificados hacen parte de la legislación interna”. Y, de otra, la Corte Constitucional (Sentencias SU-039 de 1997, M.P. Antonio Barrera Carbonell; T-652 de 1998, M.P. Carlos Gaviria Díaz; C-418 de 2002, M.P. Álvaro Tafur Galvis; C-891 de 2002, M.P. Jaime Araujo Rentería y C-401 de 2005, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, entre otras) ha concluido que el mismo, de manera específica, forma parte no sólo de la legislación interna sino, también, del bloque de constitucionalidad, y esto por cuanto regula derechos humanos.


� Es decir, un tratado del que igualmente forman parte otros Estados que, de hecho, también se han adherido a otros instrumentos internacionales que los accionantes invocan como vulnerados. 


� Como también sucede, por ejemplo, con el reconocimiento de la jurisdicción y competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que se dio con motivo de la Convención Americana de Derechos Humanos (aprobada mediante Ley 16 de 1972) o incluso, en vigencia de la Constitución actual, con el reconocimiento de la competencia de la Corte Penal Internacional (cuyo Estatuto fue aprobado mediante la Ley 734 de 2002, declarada exequible mediante la Sentencia C-578 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa). Siendo la razón de esto que el Estado colombiano ha reconocido la competencia de jurisdicciones internacionales, incluso desde antes que se conformara la Organizaciones de Naciones Unidas, en tiempos de la Liga de Naciones, como lo constatan las declaraciones unilaterales de 1932 y 1937 en donde, por primera vez, se reconoció la competencia de la Corte Permanente de Justicia Internacional, predecesora de la Corte Internacional de Justicia. Actor que, posteriormente, de hecho servirían para el reconocimiento de esta última, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36, numeral 5, de su propio Estatuto.   


� Como de hecho ya se desprende (i) del artículo 94 de la Carta de las Naciones, en donde expresamente se dispone que“[c]ada Miembro de las Naciones Unidas se compromete a cumplir la decisión de la Corte Internacional de Justicia en todo litigio en que sea parte” y que “[s]i una de las partes en un litigio dejare de cumplir las obligaciones que le imponga un fallo de la Corte, la otra parte podrá recurrir al Consejo de Seguridad, el cual podrá, si lo cree necesario, hacer recomendaciones o dictar medidas con el objeto de que se lleve a efecto la ejecución del fallo”; y (ii) del artículo 94.2 del Reglamento de la misma Corte, en donde se establece que sus sentencias “tendrá[n] fuerza obligatoria para las partes desde el día de su lectura”.


� Como es el caso de recurrir al Consejo de Seguridad de Naciones Unidas o, previamente (como lo dispone el artículo L demandado), promover una reunión de consulta de los Ministros de Relaciones Exteriores.  


� Órgano principal de las Naciones Unidas que fue creado en el artículo 7° de la Carta arriba citada, a la cual se han adherido todos los países miembros y cuya competencia se establece ya desde del artículo 36 de la misma, en donde se señala que “las controversias de orden jurídico, por regla general, deben ser sometidas por las partes a la Corte Internacional de Justicia, de conformidad con las disposiciones del Estatuto de la Corte”. 


� Lo que corresponde, textualmente, a lo ya establecido en el artículo 36, numeral 2° del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, del que, sea pertinente advertirlo, son parte ipso facto todos los miembros de las Naciones Unidas (incluyendo Colombia), de conformidad con el artículo 92 de la Carta de esta organización. 


� Las decisiones a las que allí se hace referencia deben, en todo caso, adoptarse a partir de las fuentes de derecho y del marco jurídico que establece el Estatuto de esa misma Corte, tal y como son, específicamente, según se establece en su artículo 38: “a. las convenciones internacionales, sean generales o particulares, que establecen reglas expresamente reconocidas por los Estados litigantes; b. la costumbre internacional como prueba de una práctica generalmente aceptada como derecho; c. los principios generales de derecho reconocidos por las naciones civilizadas; d. las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor competencia de las distintas naciones, como medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho” y, cuando las partes así lo convengan, (e) la equidad (ex aequo et bono).


�Carta en cuyo  artículo 1° puede leerse que entre los propósitos de las Naciones Unidas se encuentra el de “[m]antener la paz y la seguridad internacionales, y con tal fin: tomar medidas colectivas eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la paz, y para suprimir actos de agresión u otros quebrantamientos de la paz; y lograr por medios pacíficos, y de conformidad con los principios de la justicia y del derecho internacional, el ajuste o arreglo de controversias o situaciones internacionales susceptibles de conducir a quebrantamientos de la paz” (numeral 1°), así como “[f]omentar entre las naciones relaciones de amistad basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pueblos, y tomar otras medidas adecuadas para fortalecer la paz universal” (numeral 2°).  Y en cuyo artículo 33 (numeral 1°) también se establece que “[l]as partes en una controversia cuya continuación sea susceptible de poner en peligro el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales tratarán de buscar solución, ante todo, mediante la negociación, la investigación, la mediación, la conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a organismos o acuerdos regionales u otros medios pacíficos de su elección”. Propósitos y mandatos, todos los anteriores, claramente compatibles tanto con el objeto y fin del Pacto de Bogotá, como con lo dispuesto en el Preámbulo y el artículo 2° constitucionales, entre otros.


� Un cargo que, además, en la demanda D-9852 sin duda está subordinado al de la supuesta violación de los mismos principios y derechos que también se encuentran reconocidos en las normas constitucionales invocadas. Cargo que aquí ya ha sido descartado. 


� Instancias cuyas competencias, como también sucede con todas las instituciones y corporaciones nacionales en el derecho interno, en todo caso son expresas y limitadas. 


� Un mandato constitucional que, por lo demás, es completamente coherente en tanto que no tendría sentido decir que los Estados puedan definir sus límites o fronteras con otros Estados a través, por ejemplo, de un acto legislativo, de una Asamblea Nacional constituyente o de un referendo, en tanto que todos estos actos jurídicos suponen exclusivamente la voluntad de un sólo Estado o de una sola nación.  


� De manera específica, se advierte que el mar territorial hace parte integral del Estado, es decir, que sobre el mismo éste ejerce plena soberanía, hasta el punto de que el mismo sirve para definir otros elementos como la plataforma continental o la zona económica exclusiva, que son espacios sobre los que el Estado, por el contrario, únicamente tiene algunos derechos o prerrogativas pero no la plena propiedad. 


� Esta remisión al derecho internacional fue, por ejemplo, el fundamento constitucional que llevó la Corte Constitucional a concluir en la Sentencia C-191 de 1998 (M.P. Eduardo Cifuente Muñoz), que “[l]a Convención sobre la Plataforma Continental, e incorporada al derecho colombiano [mediante la Ley 9ª de 1961], en cuanto establece las reglas para delimitar la plataforma continental de los Estados ribereños y los derechos que éstos pueden ejercer sobre esa área submarina, hace parte del bloque de constitucionalidad lato sensu. En efecto, se trata de un convenio que establece los límites del ejercicio de la soberanía en uno de los principales espacios marítimos del territorio nacional y, en consecuencia, integra el contenido normativo del artículo 101 de la Carta”.   


� Este condicionamiento, por lo demás, guarda plena coherencia con lo dispuesto en el artículo VI del mismo Pacto de Bogotá en donde se establece que “Tampoco podrán aplicarse dichos procedimientos a los asuntos ya resueltos por arreglo de las partes, o por laudo arbitral, o por sentencia de un tribunal internacional, o que se hallen regidos por acuerdos o tratados en vigencia en la fecha de la celebración del presente Pacto” (negrillas fuera del texto).


� Principios que la misma Corte Constitucional, entre otras en la Sentencia C-400 de 1998 (M.P. Alejandro Martínez Caballero), ya ha reconocido que “no sólo no violan la Carta sino que  armonizan plenamente con los principios y valores constitucionales”.


� Cf. Preámbulo y artículo 9°. 


� Al respecto pueden verse, por ejemplo, los artículos III y XXXVIII del mismo Pacto de Bogotá, así como el artículo 95 de la Carta de las Naciones Unidas, entre otros. 
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